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A través de la expedición y la promulgación de la Ley 1761 de 2015, se creó el delito de 
feminicidio como tipo penal autónomo, en defensa y protección de los derechos de las 
mujeres en Colombia. No obstante, el índice de violencia, particularmente, el número de 
feminicidios reportado en el país durante los últimos años, esto es, desde el 2017 a la 
fecha, pone en evidencia una fuerte disputa acerca de la finalidad del derecho penal, 
apoyada en una política criminal dedicada al castigo y a la represión, más no en la 
utilización de estrategias educativas para la prevención. Es por ello que, por medio del 
presente trabajo se pretende reflexionar acerca de la insuficiencia e incapacidad de 
mecanismos penales, en aras de proponer la implementación de medidas alternativas que 
prescindan del uso exclusivo del poder punitivo como prima ratio, en atención de la 
utilización de herramientas educativas que transforme estructuralmente los estereotipos y 
prejuicios patriarcales de una sociedad, que rompa con el discurso que legitima la 
discriminación y el sometimiento de las mujeres.  
 
 







Through the expedition and enactment of Law 1761 of 2015, the offence of feminicide was 
created as an autonomous offence in the criminal code, in defense and protection of 
women’s rights in Colombia. However, the violence index, particularly, the feminicide 
number reported in the country in the last years, this is, from 2017 to this date, evidences 
a strong dispute about the prime purpose of criminal law, supported in a criminal policy, 
devoted to punishment rather than using educational strategies for prevention. Therefore, 
by means of this work, considering the insufficiency and inability of criminal mechanisms is 
intended as well as the proposal of alternative measurements that prescind from the 
exclusive usage of the punitive power of the State as first ration, with the purpose of using 
educational tools to transform stereotypes and patriarchal prejudices in the society, one 
that breaks the speech that legitimizes discrimination and women’s subjugation.  
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La violencia de género contra las mujeres ha constituido uno de los problemas sociales 
más graves en Colombia, pese a que han sido muchos los esfuerzos por visibilizar y 
menguar los efectos negativos de este fenómeno.  Cabe señalar que, en principio, las 
múltiples agresiones que padecían eran un asunto que pertenecía exclusivamente al 
ámbito privado de la vida de las personas, es decir, al interior de un espacio doméstico y 
familiar, cuya intervención estatal era casi nula bajo “el discurso sobre la privacidad –el 
velo de la relación” (Schneider, 2010) entre dos personas.  
 
Sólo hasta el 6 de julio de 2015 el Congreso de la República expidió la Ley 1761, a través 
de la cual creó el delito de feminicidio como tipo penal autónomo y, adicionalmente, 
aumentó la sanción punitiva para quien diera muerte a una mujer por su condición de ser 
mujer o por motivos de género. Lo anterior, como respuesta social a un vil crimen que 
sorprendió al país y promovió marchas y plantones de diferentes organizaciones en 
manifestación de repudio y rechazo a la muerte de Rosa Elvira Cely. 
 
Así, el objeto del presente trabajo tiene como fin, la demostración de la insuficiencia jurídica 
de la norma y la puesta en evidencia de la imposibilidad del derecho penal para la solución 
a un problema de orden estructural. Esto, de conformidad con el equívoco de atribuir un 
carácter de prima ratio a la potestad punitiva del Estado, la cual, ciertamente, no ha podido 
ocuparse de las causas que subyacen al  fenómeno del feminicidio, a partir de una finalidad 
netamente reactiva y castigadora en los delitos de violencia contra la mujer. 
 
Más allá de las dificultades normativas contenidas en la descripción del tipo penal de 
feminicidio, así como la definición propia de dicho término y sus presuntas similitudes con 
la figura de homicidio, es imperativo indicar la existencia de otras falencias que conllevan 
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a fuertes cuestionamientos desde la perspectiva de la eficiencia del derecho penal y su 
adjudicación de un carácter  meramente simbólico, lo que a futuro traería la afectación a 
la funcionalidad del sistema penal, así como  la constitución de un ejercicio ilegítimo de la 
facultad punitiva. 
 
En ese sentido, es evidente reflexionar acerca de la necesidad de implementar 
mecanismos preventivos, a través de la creación de políticas públicas educativas, con el 
fin de derruir ese discurso jurídico detrás de la existencia del tipo penal de feminicidio y su 
apoyo mediante el uso exclusivo del derecho penal como una solución al problema a corto 
plazo. Adicionalmente, el llamado que se hace para dejar de lado las estrategias populistas 
y reactivas para la hiperinflación de tipos penales dedicados a la aparente protección de la 
vida e integridad de las mujeres, pero que en realidad alimenta esa visión vulnerable y 
revictimizante de las mismas, reproduciendo estereotipos y prejuicios de debilidad. 
 
En cuanto a la metodología empleada en el presente trabajo, es menester indicar que, por 
un lado, se recurrió al análisis documental de literatura jurídica, respecto al tema de estudio 
e investigación, a través de la recolección de información que dé cuenta del estado actual 
del fenómeno de feminicidio en Colombia, y así, establecer los principales debates 
alrededor de este fenómeno desde el discurso, con aras a ampliar la perspectiva de trabajo 
y propuesta a una solución estructural que ello requiere. Por otro lado, se procedió a la 
búsqueda de datos y cifras estadísticas para el análisis y cálculo de los números de 
feminicidios desatados en el país, particularmente, desde 2017 a la fecha, a partir de la 
construcción anual de los mismos para su respectiva comparación. 
 
Asimismo, es fundamental traer a colación que la metodología de la investigación aplicada 
para el presente trabajo es la denominada investigación lege ferenda, la cual “se dirige a 
criticar la solución normativa vigente y a propugnar su remplazo, enmienda o 
complementación por otra norma aún no vigente” (Courtis, 2009). No obstante, cabe 
aclarar que, aunque el órgano legislador en Colombia adoptó una norma para tratar el tema 
del feminicidio, los datos empíricos o las cifras de muertes en mujeres en el territorio 
nacional durante los últimos años, han demostrado la ineficacia de la precitada norma para 
contener y reprimir las agresiones contra las mujeres. 
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Adicionalmente, se empleará la utilización del Análisis Crítico del Discurso -ACD-, como 
herramienta para la investigación epistémica del lenguaje oral o escrito y que permite la 
adopción de una postura cuestionadora en relación con la realidad de los contextos 
sociales y políticos en los cuales se evidencia el abuso del poder y la desigualdad por parte 
del grupo dominante -hombres- y abordar la forma en cómo este se ejerce en sectores 
dominados como es el caso de las mujeres, a través de conceptos y nociones 
socioculturales y el uso del discurso punitivo, a fin de para mantener el estado de 
permanente subordinación, sin embargo, del otro lado de la balanza, es necesario poner 
de presente la existencia de la denominada resistencia  conformada por las mujeres para 
oponerse a ese sistema de dominación mediante el discurso antidiscriminatorio. 
 
Así, se efectuará un recorrido por la identificación y contextualización de la problemática 
que implica la insuficiencia jurídica de la creación de la norma que tipificó el feminicidio en 
el escenario colombiano y a su vez aumentó la sanción punitiva para castigar tal conducta, 
a fin de evaluar la insistencia de acudir al derecho penal como prima ratio o extrema ratio 
frente a las relaciones del poder y dominio de los grupos discriminados y descubrir el 
ocultamiento detrás el discurso punitivo. En ese sentido, se pretende invitar a la reflexión 
y al debate para prescindir del uso exclusivo de mecanismos netamente punitivos y 
represivos, en aras de desarrollar herramientas alternativas que trascienda el discurso de 
la potestad punitiva del Estado y la aplicación de políticas criminales tradicionales. 
 
De este modo, se considera que el uso exclusivo de mecanismos punitivos, deviene de la 
aplicación de una política criminal reactiva y represiva que, además de ello, visibiliza el 
fracaso y la ineficiencia de un sistema de justicia que contenga las diferentes 
manifestaciones de violencia contra los derechos de las mujeres. Por lo anterior, se 
requiere la gestión y desarrollo de medidas de carácter estructural y preventivo –como la 
educación- a partir de la implementación de programas y políticas públicas que se 
encaminen a la transformación de patrones socioculturales de una comunidad y permitan 
la total erradicación de todo tipo de manifestaciones de violencia, para garantizar la vida y 
la integridad de todas las mujeres. 
 
Adicionalmente, es importante partir de la afirmación equívoca acerca de la existencia de 
una maldad innata al ser humano y por la cual requiere algún tipo de control o represión 
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social, ya que, contrario a ello, es factible considerar que la violencia es una conducta 
aprendida y adquirida por una persona, de acuerdo al entorno en el cual se encuentra o se 
haya formado. Asimismo, es pertinente traer a colación que esas manifestaciones de 
agresión y abuso, se despliegan contra un grupo históricamente discriminado, como lo es, 
el de las mujeres, víctimas selectivas de prácticas discriminatorias aceptadas y 
naturalizadas por la comunidad y de quienes se predica una sumisión adquirida.  
 
La propuesta que se pretende defender, parte de priorizar estrategias que impliquen la 
implementación, gestión y desarrollo de herramientas emanadas del análisis crítico de la 
educación con enfoque preventivo de la violencia de género contra las mujeres como un 
discurso alternativo, a fin de que se genere un cambio en las costumbres socioculturales 
tendientes a la reproducción de comportamientos patriarcales y en dirección a una solución 
eficaz a un problema estructural como es la desigualdad de poderes entre hombres y 
mujeres y la perspectiva psicológica de inferioridad de la mujer, cuyas bases se 
fundamenten en el respeto y el reconocimiento del otro, a fin de que se erradique la 
utilización de mecanismos punitivos dedicados al castigo sin resultados y en obediencia a 
una política criminal incoherente con la realidad del país. 
 
Frente al último aspecto, es imperativo señalar que la política criminal en nuestro país se 
ha enfocado en el tratamiento de la criminalidad y no en su control, esto es, se parte de 
las consecuencias del acto delictivo para castigar al trasgresor de la norma, más no se 
ocupa de las raíces o el origen de la comisión del hecho punible. Para ello, se realiza la 
invitación a ampliar la perspectiva hacia una mirada integral como lo puede ofrecer una 
política criminal sistémica aplicada a los temas de violencia de género, lo que “implica 
entender la historicidad de las violencias, sus raíces socioculturales y las tensiones de 
poder que se han construido alrededor de poblaciones y características sociales que 
profundizan o activa riesgos para la victimización” (Huertas, Archila, & Ruiz, 2020) 
 
Así, es posible entender que la dinámica de las respuestas del Estado frente a fenómenos 
o problemáticas de criminalidad siempre acuden a la imposición  y reacción a través de 
medidas penales en donde se priva de la libertad al individuo, siendo esta la alternativa 
menos viable pero eficaz en términos de inmediatez para simbolizar la seguridad que se 
pretende garantizar siendo la vía más fácil para el tratamiento de conductas delictivas. No 
obstante, se deja de lado la necesidad de ejecutar acciones tendientes a la respuesta 
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estructural de una política criminal ligada a la transformación de la realidad cultural del país 
mediante estrategias de educación y prevención. 
 
Por todo lo anterior, el presente trabajo desarrolla a más profundidad cada uno de los 
aspectos entorno a la insuficiencia del derecho penal desde el análisis crítico del derecho 
para tratar el feminicidio de la siguiente manera: En el primer capítulo, designado como 
Desarrollo teórico y evolución del concepto de feminicidio en Colombia: Antecedentes, 
realiza un breve recorrido desde los instrumentos internacionales y el caso Campo 
Algodonero y su influencia en el proceso adaptación y tipificación del feminicidio en el país, 
abordando los principales obstáculos en su implementación y dando muestra a través de 
estadísticas variables de diferentes organismos sobre el índice de feminicidios entre 2017 
y 2019. 
 
En el segundo acápite, llamado El análisis crítico del discurso y su influencia en la 
construcción del imaginario femenino y el derecho penal. Legitimación de la dominación y 
la resistencia, básicamente, se expone el marco teórico utilizado para el presente trabajo, 
el cual procura desarrollar algunos postulados desde categorías socioculturales, una crítica 
al discurso del derecho penal y el derecho penal simbólico desde el ocultamiento y la 
perspectiva desde la resistencia como discurso antidiscriminatorio que se contrapone al 
mismo desde una postura cuestionadora a través del lenguaje. 
 
En el capítulo tercero, denominado Un discurso alternativo: La educación como mecanismo 
de prevención del feminicidio, se propone presentar una propuesta diferente al discurso 
punitivo y antidiscriminatorio que depositan su confianza en el uso exclusivo de medidas 
punitivas para atacar la raíz del feminicidio, a fin de que se considere la utilización de 
mecanismos preventivos desde la educación en los llamados lugares de enseñanza. 
 
Por último, se exponen las conclusiones a las que se ha llegado a través del desarrollo del 
documento, para indicar la función del análisis crítico del discurso desde una perspectiva 
del derecho penal, particularmente, desde el feminicidio y la propuesta de considerar uno 
desde la perspectiva educativa. 
 
 





1. Capítulo: Desarrollo teórico y evolución del 
concepto de feminicidio en Colombia: 
Antecedentes 
 
En el presente capítulo se procederá a reflexionar acerca de la evolución histórica del 
término de feminicidio, su construcción teórico conceptual e implantación en el 
ordenamiento jurídico colombiano. En principio, cabe mencionar que pese a las múltiples 
controversias derivadas por la utilización del vocablo precitado y su respectiva definición, 
existió la imperiosa necesidad de visibilizar la violencia basa en género y poner en 
evidencia el impacto de las relaciones desiguales entre hombres y mujeres a través de un 
discurso dominante de poder que, finalmente, culminaba con graves manifestaciones de 
violencia hasta generar la muerte de ellas. 
Para ello, es pertinente precisar tres momentos importantes a nivel jurídico en el país: el 
primero, tiene que ver con el reconocimiento y la adopción de tratados e instrumentos 
internacionales vinculados para la protección de Derechos Humanos, como lo es la 
“Convención sobre la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer – 
CEDAW y la Convención Interamericana para prevenir sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer- Convención Belém Do Pará”. Asimismo, es importante traer a colación el 
caso “González y otras - Campo Algodonero - Vs. México”, particularmente, por su 
influencia en Latinoamérica y, por supuesto, en Colombia. 
De igual manera, se considera importante realizar un recorrido normativo del ordenamiento 
jurídico colombiano desde el avance legislativo en el reconocimiento de la protección a los 
derechos a la mujer antes de la Ley 1257 de 2008, desde el ámbito privado de las 
relaciones de pareja y en el marco de la familia como institución y como base fundamental 
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de la sociedad, y posteriormente, se dio lugar al reconocimiento de la violencia de género 
y se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción. 
No obstante, pese a ser un avance normativo, las finalidades esperadas con la 
implementación de la precitada norma no fueron las más eficaces, tanto así que, luego del 
auge del término de feminicidio en Latinoamérica, se vio la necesidad de adoptarlo en el 
sistema jurídico colombiano, dando lugar, en último término, a la creación del delito de 
feminicidio como un tipo penal autónomo, como expreso repudio a los hechos cometidos 
en la humanidad de Rosa Elvira Cely y quien por su nombre lleva la Ley 1761 de 2015. 
1.1 Tratados e instrumentos internacionales; caso 
González y otros (Campo Algodonero) vs. México 
 
Desde el ámbito internacional, como ya se indicó anteriormente, en esta oportunidad se 
traerá a colación las siguientes herramientas, particularmente, la “Convención sobre la 
eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer – CEDAW y la Convención 
Interamericana para prevenir sancionar y erradicar la violencia contra la mujer - 
Convención Belém Do Pará”, las cuales serán expuestas en términos generales, a fin de 
que se tengan en cuenta como antecedentes relevantes para el reconocimiento de la 
violencia contra la mujer y el reconocimiento del término de feminicidio, como la 
manifestación más grave y extrema de agresión y discriminación contra la mujer. 
Aunado a lo anterior, de la literatura también se extrajo el primer caso de feminicidio 
identificado y registrado judicialmente en Latinoamérica, “frente a los asesinatos masivos 
en México, específicamente, en Ciudad Juárez, convirtiéndose en el caso clave para las 
disertaciones y reconocimiento del delito” (Huertas, Archila, & Ruiz, 2020), cuyo 
conocimiento lo asumió la Corte Interamericana de Derechos Humanos – CIDH y “analizó 
por primera vez su propia competencia para conocer violaciones al artículo 7o. de la 
Convención de Belém do Pará” (Vásquez S. , 2011) dando lugar a la a su pronunciamiento 
a través de la sentencia proferida el 16 de noviembre de 2009 y que, por supuesto, 
constituyó un hito en la defensa de los derechos de las mujeres en los demás países y, de 
esta manera, también para Colombia en la tipificación del delito de feminicidio. 




1.1.1 Convención sobre la eliminación de toda forma de 
discriminación contra la mujer - CEDAW 
Más conocida como “Convention on the Eliminatión of All Forms of Discrimination against 
Women”, cuyas siglas en inglés son CEDAW, tratado internacional de las Naciones Unidas, 
adoptado y ratificado el 18 de diciembre de 1979 por la Asamblea General mediante la 
Resolución 34-180, cuya importancia radicó en el  reconocimiento expreso de la 
discriminación contra la mujer y la lucha contra todo tipo de segregación y discriminación 
hacia la misma 
El mencionado tratado representó un avance histórico para la humanidad, ya que “[e]n esta 
se reconoce que la igualdad entre mujeres y hombres se logra a partir de la modificación 
de los roles asignados tanto a la mujer como al hombre” (Huertas, Patiño, & Ruíz, 2015), 
a partir de la erradicación y eliminación de estructuras patriarcales y la reconstrucción de 
un orden social y cultural, con el apoyo de la voluntad política y los programas de gobierno  
de los Estados Parte que favorezcan este proceso. (Valdés, 2013) 
Asimismo, en la CEDAW también tuvo “especial relevancia en la modificación de los 
patrones socioculturales subyacentes a la conducta de hombres y mujeres, en miras de la 
eliminación de los prejuicios existentes en relación con los roles adjudicados” (Huertas, 
Patiño, & Ruíz, 2015), principalmente, mediante el uso de herramientas educativas que 
empiecen desde la familia como primer escenario de formación y enseñanza. 
Adicionalmente, dentro de sus aportes, se encontraron los siguientes:  
“Define la discriminación directa e indirecta contra las mujeres y niñas, tanto en el 
ámbito público como en el privado.  
Establece el concepto de igualdad formal o en la ley, y el de igualdad sustantiva o de 
resultados entre mujeres y hombres. 
Compromete a los Estados a respetar, proteger, promover y garantizar los derechos 
de las mujeres, y a adoptar medidas concretas.  
Análisis crítico del discurso sobre el feminicidio en Colombia: una mirada desde el 
derecho penal (2017 – 2019) 
21 
 
Promueve medidas especiales de carácter temporal, conocidas como acciones 
afirmativas, para acelerar el ritmo hacia la igualdad sustantiva entre mujeres y 
hombres. 
Fortalece el concepto de indivisibilidad de los derechos humanos, al consagrar 
derechos civiles y políticos, así como económicos, sociales y culturales para las 
mujeres y las niñas” (ONU MUJERES, 2018). 
Por su parte, en la normatividad Colombiana, la CEDAW fue suscrita el de 17 de julio 
de 1980, aprobada a través de la Ley 51 de 1981 y, finalmente, reglamentada por el 
Decreto 1398 de 1990. La mencionada Convención constituyó “la carta internacional de 
los derechos fundamentales para los mujeres por cuanto pretende eliminar lo 
discriminación en sus derechos civiles, políticos, económicos y culturales” (Londoño, 
2006), para la adopción de mecanismos se logre la condición de igualdad en los 
derechos humanos, a través de reformas constitucionales y legales que permitan el 
reconocimiento de la diversidad y la igualdad real de las mujeres frente a los hombres. 
Lo anterior por cuanto que, pese a haberse adoptado dicho instrumento internacional 
desde años atrás, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la mujer 
indicó el carácter reiterativo de las conductas de agresión contra la mujer, ante la 
“persistencia de las actitudes patriarcales y los estereotipos profundamente arraigados 
respecto de las funciones y responsabilidades de la mujer y el hombre en la familia y en 
la sociedad” (2013), toda vez que los procedimientos tradicionales resultan insuficientes 
para la igualdad entre hombres y mujeres. 
Adicionalmente, uno de los aportes de la Convención fue permitir que otros grupos 
discriminados  resignificara el concepto de discriminación para trascender del campo de 
la igualdad de género hacia otras esferas, mediante la aplicación de los principios 
antidiscriminatorios de la CEDAW tales como: igualdad, no discriminación y 
responsabilidad, y que, a través del Protocolo Facultativo de dicho instrumento ratificado 
por Colombia, se dio lugar a la presentación de quejas y denuncias ante el Comité del 
CEDAW por la configuración de cualquier violación para el conocimiento de casos 
individuales o colectivos. 




Así mismo, dentro de los argumentos utilizados en la Convención se encuentran 
dirigidos al “cambio cultural hacia roles masculinos y femeninos más libres, equitativos 
y tolerantes, que aunque aún está lejos requiere, entre otras herramientas, de 
potencialidades de acción jurídica nacional e internacional” (Espinosa, Oyuela, & Tapia, 
2003) 
1.1.2 Convención Interamericana Para Prevenir Sancionar y 
Erradicar La Violencia Contra La Mujer (Convención Belém 
Do Pará) 
Por otro lado, también se tiene la promulgación de otro instrumento internacional, este es, 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer o también conocida como la Convención de Belém do Pará (Brasil), suscrita en el 
XXIV Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos en 1994, la cual constituyó “el principal fundamento del derecho 
internacional e interamericano de la mujer” (Londoño, 2006) junto a la CEDAW y fue 
incorporada a Colombia a través de la Ley 248 de 1995. 
En su preámbulo, la Convención de Belém do Pará planteó que su objetivo es prevenir, 
erradicar y sancionar toda forma de violencia contra la mujer, ya que esta constituye  una 
violación de  sus  derechos  humanos  y  libertades  fundamentales  y  limita  total  o  
parcialmente  a  la  mujer  el  reconocimiento,  goce  y  ejercicio  de  tales  derechos  y  
libertades –y, además, resaltó que- es una ofensa a la dignidad humana y una 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres 
Frente al particular, se propuso el uso de herramientas de protección y defensa de los 
derechos de las mujeres y reacción contra actos de agresión y discriminación, 
principalmente, por la vulneración de la integridad física, sexual, económica, psicológica, 
entre otras manifestaciones. Adicionalmente, la Secretaría de las Relaciones Exteriores 
mencionó que la Convención Belém Do Pará fue “uno de los principales instrumentos de 
derechos humanos de las mujeres dirigido a aplicar una acción concertada para prevenir, 
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sancionar y eliminar la violencia contra las mujeres, basada en su género, al tiempo que 
condena todas las formas de violencia contra la mujer”. (2007) 
Esta Convención estableció “por primera vez el derecho de las mujeres a vivir una vida 
libre de violencia” (Organización de los Estados Americanos, s.f) y dispuso la adopción de 
mecanismos de protección y defensa de los derechos de las mujeres, considerando estos 
como fundamentales en relación con su integridad física, psicológica y sexual, tanto desde 
el ámbito privado como público. Y desde el ámbito legislativo y en políticas públicas 
propuso “el establecimiento de estándares jurídicos a nivel nacional, regional e 
internacional, la formulación de políticas públicas y planes nacionales, la puesta en marcha 
de campañas de información y sensibilización, el desarrollo de servicios especializados de 
atención, apoyo y acompañamiento y otras iniciativas y actividades.” (Spaccarotella, 2018) 
En este mismo instrumento se hizo un reconocimiento expreso de la realidad a la que se 
encuentran sometidas las mujeres y sobre las cuales se hace uso de la expresión violencia 
de género, por ser la que “que se inflige a las mujeres como y por ser tales  que se relaciona 
básicamente con el sistema social de jerarquías y subordinación entre los sexos” 
(Rodríguez M. , 2000), toda vez que, la Convención de Belém do Pará rompió “con un 
importante paradigma de derechos humanos (…)y que reposaba en el criterio según el 
cual la garantía y respeto de los derechos humanos recaía principalmente en el Estado y 
en razón de ello, sólo el Estado era responsable por su violación” (Mejía, 2012) 
Lo anterior, por cuanto la violación los derechos humanos de niñas, adolescentes y 
mujeres, se encontraba ligado a la relación con el Estado y no si ocurría en un espacio 
privado, pues se consideraba como asunto de otras ramas del derecho, como podría ser 
el derecho de familia o el civil, al tratarse de vínculos entre particulares y no con el Estado. 
Así las cosas, a través de la Convención se indicaron que, en relación con los derechos 
humanos de las mujeres, “lo privado es público y, en consecuencia, le corresponde a los 
Estados asumir el deber indelegable de prevenir, erradicar y sancionar los hechos de 
violencia en la vida de las mujeres, tanto en las esferas públicas como en las esferas 
privadas” (Mejía, 2012) 
Adicionalmente, en consonancia con la CEDAW, se reconoció expresamente la relación 
entre violencia de género y discriminación, pues se trata de la manifestación de una 
relación de poder desigual entre hombres y mujeres y que ha marcado la historia de estas 




últimas, por lo que se resaltó la necesidad de una vida libre de prejuicios y patrones 
estereotipados a partir de prácticas machistas, constituyendo así un progreso en “las 
luchas de los movimientos sociales, de activistas de derechos humanos, feministas y 
juristas, que le imprimen ese carácter de vanguardia ante el sistema universal”, 
(Bustamente, 2011) para la protección de los derechos de la mujer. 
1.1.3 Caso Campo Algodonero - México 
 
El caso del “Campo Algodonero” que asumió la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, es uno de los más renombrados en Latinoamérica, principalmente, por el 
reconocimiento que se hace al asesinato de varias mujeres en Ciudad Juárez- México y el 
contexto de violencia y discriminación en una cultura fuertemente arraigada en la práctica 
de conductas machistas y de odio hacia las mismas.  
Igualmente, su importancia radicó en la declaración de la responsabilidad del Estado 
Mexicano, principalmente, porque “la cultura de discriminación contra la mujer contribuyó 
en que los homicidios cometidos no fueran percibidos en sus inicios como un problema de 
la magnitud correspondiente, teniendo como consecuencia la obstaculización en las 
investigaciones posteriores a los hechos.” (Huertas, Patiño, & Ruíz, 2015) 
Ahora bien, los hechos que dieron origen a este asunto tan recurrentemente mencionado, 
tienen que ver con el hallazgo de ocho cuerpos de mujeres entre el 6 y 7 de noviembre de 
2001, en un campo algodonero de Ciudad Juárez, Chihuahua, entre ellas, Mayra Juliana 
Reyes Solís, Esmeralda Herrera Monreal, Laura Berenice Ramos Monárrez, Claudia Ivette 
González, Verónica Martínez Hernández, Guadalupe Luna de la Rosa y una mujer que 
permaneció como femenina no identificada 195/01 y que más tarde se reconoció como 
Rosario, quien murió siendo arrollada, quienes desaparecieron en fechas y lugares 
distintos y que las víctimas, según la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, parecían “ser predominantemente mujeres jóvenes, incluyendo niñas, 
trabajadoras –sobre todo de maquilas-, de escasos recursos, estudiantes o migrantes”. 
Asimismo, en dicho proveído se expresó que las autoridades realizaron escasas 
simulaciones de actividades de investigación, luego que fueron informados acerca de la 
desaparición de las mujeres y, adicionalmente, se mostraron desinteresados frente a los 
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hechos denunciados minimizando lo ocurrido a través de prejuicios discriminatorios 
basados en razones de género, por lo que, se concluyó la falta de diligencia y eficiencia 
para iniciar acciones pertinentes y que hubiesen sido enmarcadas como "posibilidades 
reales de prevenir o evitar efectivamente el riesgo", trasladando dicha responsabilidad a 
los familiares de las víctimas para el inicio de actividades investigativas por cuenta propia. 
En la sentencia, también se indicó por primera vez los criterios a tener en cuenta para 
determinar la violencia por razones de género y su relación con la discriminación histórica 
padecida por las mujeres, particularmente, “sucede como culminación de una situación 
caracterizada por la violación reiterada y sistemática de los derechos humanos” (2009), y 
que las mujeres y niñas eran violentadas por el sólo hecho de ser mujeres, cuya máxima 
manifestación de violencia era el asesinato de las mismas.  
Adicionalmente, se señaló que la cultura de dominación y discriminación de la mujer se 
basó en una idea de inferioridad sobre ella arraigada a estereotipos que la vinculan y 
obligan a su desarrollo al interior de la familia y el hogar a partir del desempeño de labores 
como ama de casa, esposa, madre. Sin embargo, al intensificarse esos atributos 
adquiridos desde una construcción social, constituyó un fenómeno estructural  que asignó 
roles o papeles a desarrollar según el sexo. 
Posteriormente, el 16 de noviembre de 2009, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
profirió sentencia condenando a México por los hechos ocurridos en el Campo Algodonero 
de Ciudad Juárez, e impuso diferentes obligaciones, consultar las obligaciones impuestas a 
México y la responsabilidad internacional del Estado. 
Al respecto, refirió que dicha responsabilidad derivó porque el Estado no actuó con debida 
diligencia, reconociendo las irregularidades cometidas en las primeras etapas de la 
investigación, por lo que se concluyó la existencia de impunidad de la muerte de mujeres 
por razones de género. Así mismo, indicó que al no contar con las pruebas para acreditar 
que los agentes estatales fueron los perpetradores de tales muertes, refirió que la el Estado 
omitió el cumplimiento del deber de garantía.  
 
En la referida sentencia, la Relatora sobre la violencia contra la Mujer de la ONU, expresó 
que en México existe un contexto de “desigualdad de género arraigada en la sociedad” en 




relación a un prácticas machistas marcadas frente a una independencia económica y nuevas 
oportunidades de formación para las mujeres, en tanto que se habían incorporado a la fuerza 
de trabajo. Al respecto se mencionó lo siguiente:  
“Estos factores, aunque a la larga permitan a las mujeres superar la discriminación 
estructural, pueden exacerbar la violencia y el sufrimiento a corto plazo. La incapacidad 
de los hombres para desempeñar su papel tradicionalmente machista de proveedores 
de sustento conduce al abandono familiar, la inestabilidad en las relaciones o al 
alcoholismo, lo que a su vez hace más probable que se recurra a la violencia. Incluso 
los casos de violación y asesinato pueden interpretarse como intentos desesperados 
por aferrarse a normas discriminatorias que se ven superadas por las cambiantes 
condiciones socioeconómicas y el avance de los derechos humanos” (2009) 
Entre lo señalado, el Estado Mexicano precisó que, con la entrada en vigencia del Tratado 
de Libre Comercio con América del Norte, en Ciudad Juárez el desarrollo de la industria 
maquiladora, que data desde 1965, se intensificó en 1993, dando preferencia a la 
contratación de mujeres, situación que modificó los roles tradicionales del hombre 
proveedor de sustento en el hogar, pues fueron las mujeres quienes se hacían a cargo 
del mismo. 
Y, en último término, se tiene la existencia de factores que intensificaron la discriminación 
contra la mujer tales como las desigualdades sociales, la proximidad de la frontera nacional, 
la delincuencia organizada, la trata de personas y el narcotráfico, situaciones que 
aumentaron los niveles de violencia e inseguridad en el país y la eliminación del imaginario 
de la mujer desde su rol en la familia que  del modificación de los roles familiares que generó 
la vida laboral de las mujeres. 
En ese sentido se reconoció, por un lado, la responsabilidad internacional del Estado 
Mexicano, frente a la desaparición y consecuente muerte de las jóvenes, hechos que fueron 
puestos en conocimiento a la autoridad por parte de sus familiares; sin embargo, no fueron 
escuchados ni activaron protocolos de investigación y posterior sanción de los implicados 
en el presente caso.  
Y, en último término, los factores que intensificaron la discriminación contra la mujer tales 
como las desigualdades sociales, la proximidad de la frontera nacional, la delincuencia 
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organizada, la trata de personas y el narcotráfico, situaciones que aumentaron los niveles 
de violencia e inseguridad en el país. 
En ese orden de ideas, se estimó que la muerte de  aquellas mujeres obedeció a razones 
de género, las cuales se desarrollaban al interior de una violencia contra la mujer, cuyo 
Estado no se encontraba en disposición de asumir herramientas eficaces  y efectivas de 
reacción inmediata para la protección de la vida de los ciudadanos. 
Del mismo modo, es necesario resaltar que a partir de estos hechos y la consecuente 
decisión tomada por dicha autoridad, se constituyó “el punto de partida para la difusión del 
término feminicidio en Latinoamérica, -y el reconocimiento de- los asesinatos en razón del 
género, y resalta la obligación de los Estados de fomentar e implementar programas 
efectivos que aminoren la situación de peligro de las mujeres y proporcionen mecanismos 
de ayuda y rehabilitación para las mujeres y sus familias que son víctimas de las 
violencias.”  (Huertas, 2013). 
1.2 Proceso de tipificación del feminicidio en Colombia 
Previo a la incorporación de los instrumentos internacionales referidos, esto es, de la 
CEDAW y la Convención de Belém do Pará, la muerte de la mujer en Colombia cuyo 
infractor correspondía a la familia, tuvo una atenuación punitiva cuando esta era 
sorprendida en el marco de una relación sexual diferente a su esposo. Posteriormente, se 
dispuso la inculpabilidad absoluta del hombre que encontraba a su esposa  o hijas en dicho 
acto, por lo cual no se imponía pena alguna al sujeto activo, pero sí se cuestionaba dicha 
conducta ejercida por una mujer. Y, luego, se tipificó dicho delito a través del uxoricidio, a 
través del cual se dispuso que cuando el hombre encontraba a una mujer integrante de su 
familia sosteniendo relaciones sexuales, se disminuía la sanción penal e incluso se 
contemplaba por si el agresor actuaba en estado de ira o intenso dolor. 
A través de la expedición del Código Penal de 1980, el término que se empleó fue el de 
homicidio agravado, cuando se trataba del asesinato de una mujer en el contexto de una 
relación de pareja, aunque se continuó conservando el atenuante referido a la ira o el 
intenso dolor y que se mantuvo en el actual Código Penal del 2000. 




1.2.1 Violencia intrafamiliar: primeros acercamientos hacia la 
protección de la mujer y la expedición de la Ley 1257 de 2008 
Desde la incorporación de los instrumentos internacionales referidos, esto es, de la 
CEDAW y la Convención de Belém do Pará, en Colombia, entre los años 1985 y 1995, la 
violencia contra las mujeres constituía un problema serio en el país, por lo que en dicho 
periodo, hubo un avance “incluir la violencia contra las mujeres como una violación de los 
derechos humanos y como un serio obstáculo para la consecución de la paz” (Arana, y 
otros, 1994)  y, por  lo cual, al interior del ordenamiento jurídico, se incorporaron medidas 
constitucionales y legislativas para la protección del derecho a las mujeres a vivir una vida 
libre de violencias. 
Al respecto, se tiene que fueron tales como la Ley 294 se 1996, a través de la cual “se 
dispuso normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar”; la Ley 575 
de 2000, mediante la cual se otorgó competencia a las Comisarías de Familia y a los 
inspectores de policía para conocer casos de violencia intrafamiliar; la Ley 599 y 600 de 
2000 se contemplaron otras disposiciones específicas para amparar  los derechos de la 
mujer, particularmente, señalando tipos penales como la violencia sexual y la violencia 
familiar, además, de conservar el delito de homicidio agravado, de acuerdo  artículo 104 el 
delito de homicidio.   
Teniendo en cuenta que “[l]a salvaguarda de los derechos de las mujeres en los diversos 
ordenamientos jurídicos del mundo ha sido tan difícil como el mismo reconocimiento de 
estos” (Abella, 2017), por lo que, en principio, el órgano legislador implementó “políticas  
públicas expidiendo normas destinadas a prevenir y erradicar toda forma de violencia 
intrafamiliar, con especial protección para la mujer” (Huertas O. , 2012)  
En ese sentido, cabe destacar que la protección de la mujer, en principio, se realizó desde 
la perspectiva doméstica, esto es, desde la familia, toda vez que se trató de la institución 
más importante de la sociedad, y por ende, merecía la protección constitucional y legal, 
pero que, de igual modo, pertenecía a la esfera del ámbito privado, por lo que, las primeras  
medidas se enfocaban en la protección de la mujer desde la familia y su mantenimiento 
como base fundamental de la comunidad. 
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Más adelante, se dio lugar a la expedición de la Ley 1257 de 2008 y con ello, un cambio 
en el enfoque proteccionista, a través del reconocimiento de la mujer víctima de violencia 
y discriminación por su condición de ser mujer o identidad de género, por lo que la precitada 
norma tuvo como objeto la adopción de medidas para garantizar a las mujeres el 
reconocimiento de su derecho a tener una vida libre de violencias, tanto en el ámbito 
público como en el privado, así como lo reza el artículo 1 de la misma ley. Tal menciona lo 
siguiente:  
“ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto la adopción 
de normas que permitan garantizar para todas las mujeres una vida libre de violencia, 
tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de los derechos 
reconocidos en el ordenamiento jurídico interno e internacional, el acceso a los 
procedimientos administrativos y judiciales para su protección y atención, y la 
adopción de las políticas públicas necesarias para su realización.” (2008). 
Así, la violencia contra la mujer fue definida como cualquier acción u omisión que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por la 
condición de ser mujer, según se estableció en el artículo 2 de la misma Ley, haciendo 
extensión además a las relaciones de pareja, familia, laborales y económicas. Dicho 
artículo dispuso que:  
“ARTÍCULO 2o. DEFINICIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. Por violencia 
contra la mujer se entiende cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de 
mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de 
la libertad, bien sea que se presente en el ámbito público o en el privado. (…)”  (2008). 
En ese orden de ideas, el precedente de la tipificación del feminicidio se originó, a partir 
de la creación de la Ley 1257 de 2008, la cual dictó normas de sensibilización,  prevención 
y sanción de formas de violencia y discriminación contras las mujeres (Cuervo, 2017), 
particularmente porque “en el artículo 104 estableció las causales de agravación del –
homicidio -, dentro de las cuales en los numerales 1 y 11 se tipificaba con mayor pena los 
cometidos contra mujeres” (Jaimes, 2016), lo que significó una reforma al Código Penal y 
al de Procedimiento Penal, así como a la Ley 294 de 1996. 




1.2.2 Ley 1761 de 2015. Ley de Rosa Elvira Cely: el feminicidio 
como delito penal autónomo 
 
Teniendo en cuenta que “[e]l caso denominado Campo Algodonero es un precedente 
paradigmático en el desarrollo de la jurisprudencia del sistema interamericano de derechos 
humanos (SIDH). Por primera vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH o Corte) examina una situación estructural de violencia contra las mujeres basada en 
su género” (Abramovich, 2011), en Colombia ocurrió un suceso significativo en la historia 
de las mujeres, es decir, el cruel asesinato de Rosa Elvira Cely, hecho representativo para 
el estudio del fenómeno de la violación de derechos humanos de las mujeres por su 
condición de ser mujer, que permitió la posterior utilización del término de feminicidio. 
El caso de Rosa Elvira Cely en Colombia “fue brutalmente violada, empalada y asesinada 
en el 2012 en Bogotá, caso que tuvo gran impacto en los medios de comunicación y a 
partir del cual, por iniciativa del Congreso, surge el feminicidio como tipo penal autónomo” 
(Sotomayor, 2016); situación que dio lugar a la Ley 1761 de 2017, a través de la cual 
modificó el Código Penal. 
En ese sentido, en Colombia se dio lugar a “la promulgación de una serie de normas de 
protección hacia las mujeres, entre ellas la Ley 1257 de 2008 – que postula el feminicidio 
como agravante del homicidio – y la Ley 1761 de 2015 – en la que esta conducta es 
tipificada como delito autónomo”. (Huertas O. , 2017) 
De lo anterior, se colige que la penalización de la violencia contra la mujer en Colombia, 
“se encontraba antecedida por la promulgación de leyes que abogaban por el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencias” (Huertas O. , 2017). A lo que se hace referencia, 
es que el delito de feminicidio tuvo como predecesora la Ley 1257 de 2008 y las anteriores 
que hicieron referencia a la protección de la mujer desde el ámbito familiar. 
La iniciativa expuesta en los motivos que dieron lugar a la Ley 1761 de 2017, acudió la 
búsqueda de “un cambio de paradigma en el derecho penal colombiano frente a los 
derechos de la mujer, -y- también la institucionalización de acceso a un recurso judicial 
efectivo de protección y exigencia en la aplicación del principio de la debida diligencia y el 
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compromiso del Gobierno Colombiano” (Ramírez, 2013) y ello fue así debido a un 
sinnúmero de investigaciones que dieron cuenta sobre la falta de aplicación de la anterior 
norma. 
En ese sentido la tipificación de dicha conducta representó un gran avance en la historia 
colombiana como respuesta del derecho penal, a través del uso de una sanción ejemplar 
para la violencia padecida contra las mujeres, que trae consigo un  escenario de constante 
de maltrato psicológico, económico, sexual, entre otros, cuyo desarrollo se evidencia en 
las relaciones de pareja y donde el hombre es su agresor. 
Al respecto, el feminicidio se incorporó al Código Penal, a través de la adición del artículo 
2 de la Ley 1761 de 2015, creando el siguiente tipo penal que dispone lo siguiente: 
“ARTÍCULO 104A. FEMINICIDIO. Quien causare la muerte a una mujer, por su 
condición de ser mujer o por motivos de su identidad de género o en donde haya 
concurrido o antecedido cualquiera de las siguientes circunstancias […]” (Congreso 
de la República, 2015). 
 
Uno de los puntos más importantes en la tipificación del feminicidio, tuvo que ver con lo 
que en el artículo 5º de la presente Ley se estableció, esto es, la prohibición de celebrar 
preacuerdos sobre los hechos imputados y sus consecuencias, lo que significó que no  
habrían rebajas en las penas por colaboración con la justicia, ni otro beneficio 
administrativo a favor de los agresores de las mujeres por la comisión de dichas conductas. 
 
1.2.3  Desarrollo jurisprudencial acerca del feminicidio 
 
 Bastante se ha popularizado el feminicidio como tipo penal en varios países en el mundo. 
No obstante, se ha generalizado la definición dada por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en sentencia de 16 de noviembre de 2009: “homicidio de mujer por 
razones de género”, lo cual se ha reinterpretado como “homicidio a una mujer por el hecho 
de ser mujer”. Esta forma de asumir el delito se queda corta a la hora de aplicar justicia, 




pues limita el feminicidio al simple odio hacia una mujer, y desconoce la totalidad de las 
violencias que conlleva al patriarcado a cometer estos actos punibles. 
 
 Así lo señala la sentencia de la Corte Suprema de Justicia SP 2190 de 2015, con 
radicación 41457, de magistrada ponente Patricia Salazar Cuéllar, al decir que matar a una 
mujer por el odio que el autor siente hacia las mujeres es el evento más obvio del “homicidio 
de mujer por razones de género”, no obstante, también se habla de feminicidio cuando la 
muerte de la mujer es producto de la violencia que ella soportó en un contexto de 
dominación, y donde la causa está asociada a la instrumentalización de que es objeto. En 
este sentido, cuando el acto violento que causa la muerte está determinado por la 
subordinación y la discriminación, configura una situación de extrema vulnerabilidad. 
  
Indica la sentencia en mención, que la violencia feminicida es la expresión de una larga 
tradición de predominio del hombre sobre la mujer, y por ello el legislador ha considerado 
más grave ese tipo de violencia que se envuelve en un contexto de desigualdad. 
 
Así pues, para constituir la conducta de feminicidio, se requiere que la violencia que lo 
cause esté asociada a la discriminación y dominación de que la mujer fuere objeto. En el 
contexto de parejas, el maltrato del hombre para mantener bajo su control a la mujer, 
sumado al acoso constante, la intimidación, la intensidad del asedio, la agresividad que 
ejerce cuando la mujer se acerca a dejar de “pertenecerle”, y finalmente la muerte que 
termina causándole es, sin lugar a dudas, el homicidio de una mujer por el hecho de ser 
mujer, o como lo define la Corte Interamericana de Derechos Humanos: por razones de 
género. 
 
 Es así, como la Corte Suprema de Justicia, en esta sentencia, indica que ese elemento 
adicional debe concurrir en la conducta para que se configure el agravante punitivo del 
feminicidio, esto es, la discriminación y la dominación de la mujer implícita en la violencia 
que ocasiona su muerte, lo cual debe ser debidamente probado. De lo anterior, queda claro 
que es erróneo deducir que la conducta se encuentra dentro del tipo penal en estudio por 
la “simple circunstancia de ser el autor del delito un hombre y la víctima una mujer”, por el 
contrario, debe fundarse en hechos probados de la situación de abuso de poder en la que 
se encontraba la mujer. 
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En el caso concreto de la sentencia, se comprobó que la mujer había sido víctima de 
violencia sistemática por parte del hombre que la mató, quien se sentía dueño de la víctima 
y “la negaba como ser digno y con libertad”. Siempre ejerció acoso e intimidación contra 
ella, amenazándola constantemente con que la mataría, hasta que cumplió con dicha 
amenaza.  
 
 Es de consideración la aclaración que hace la Corte Suprema de Justicia, en este caso, 
al ad quem, pues este no considero la celotipia como una forma de violencia de género, 
que finalmente fue el móvil que llevó al acusado a darle muerte, y por lo tanto no lo 
considero como feminicidio. Al respecto dijo el Tribunal:  
 
“El feminicidio –siguió el ad quem—, neologismo empleado para designar el 
asesinato evitable de mujeres por razones de género, es un delito motivado por la 
misoginia, que implica el desprecio y odio hacia las mujeres, lo cual ciertamente no 
aplica en este caso, donde aquello que originó el actuar del procesado fue la 
celotipia de un compañero sentimental, que lo llevó al absurdo de acabar con la 
vida de su compañera, contra quien por la misma razón había atentado en ocasión 
pasada”. 
 
 Haciendo un estudio sensato sobre el caso, la magistrada Patricia Salazar Cuellar, 
respondió al ad quem indicando que: 
 
“El procesado, más allá de los celos, que en casos como el presente son la expresión 
del macho dominante que no reconoce la libertad de su pareja para dejarlo, 
claramente nunca vivió una situación como la descrita en la norma transcrita, que con 
seguridad obligaría otras consideraciones. Simplemente, “por sospecha de que la 
persona amada mude su cariño” (que es como el diccionario de la Real Academia 
Española define “celoso” o “celosa”), resolvió perseguir a - (la victima)- y acuchillarla 
nueve veces”. (Paréntesis fuera de texto original).  
Esta sentencia es sumamente relevante, por cuanto marca un hito en la forma de abordar 
el delito de feminicidio como tipo penal autónomo en Colombia. Y, es que esta providencia 
nace pocos meses antes de la promulgación de la ley 1761 de 2015, preparando el camino 




para su correcta aplicación. Para la fecha del pronunciamiento jurisprudencial, en el país, 
el feminicidio era considerado un agravante para el delito de homicidio.  
 
En febrero de 2016, a través de la sentencia de STP1207, con radicación T83817 y 
magistrado ponente Eugenio Fernández Carlier, la Corte Suprema de Justicia protegió los 
derechos de una mujer y sus hijos, por considerar que, dados los antecedentes de violencia 
a los que estaba siendo sometida, podría prevenir un posible acto de feminicidio. La Corte 
consideró que los derechos a la vida y seguridad personal de las víctimas se encontraban 
amenazados por su participación en un proceso penal contra el agresor. Asegura la Corte 
que, el objeto de la Ley 1761 de 2015 es garantizar la investigación y sanción de las 
violencias contra las mujeres por motivos de género y discriminación, entre otros.    
 
En este proceso, la Corte evidenció que las conductas del agresor eran repetitivas y se 
tornaban más violentas cada vez. Además, se pudo constatar que la víctima había 
solicitado en múltiples ocasiones la protección de las autoridades, sin que esta protección 
se hubiera materializado. 
 
También, la Corte Constitucional, mediante la sentencia C 297 del 8 de junio de 2016, con 
magistrada ponente Gloria Stella Ortiz Delgado, y sentencia C 539 del 5 de octubre de 
2016, con magistrado ponente Luis Ernesto Vargas Silva, estudiaron el tipo penal de 
feminicidio, como delito autónomo. Asevera la Corte Constitucional que, la finalidad de la 
ley Rosa Elvira Cely, es la protección de diferentes bienes jurídicos más allá de la vida de 
la mujer. Esta tipificación responde a condiciones de discriminación estructurales “que 
hacen de su homicidio una consecuencia de patrones de desigualdad imbuidos en la 
sociedad”. Los patrones a los que hace alusión la Corte, dice, se exteriorizan en diferentes 
formas de violencia de género, las cuales están arraigadas a estereotipos propios de la 
cultura patriarcal. Expone la Corte que, en la realidad la discriminación que sufren las 
mujeres no siempre es explicita, no porque no exista, sino porque está normalizada en 
todos los niveles sociales.  
La Corte ve con preocupación los altos niveles de impunidad de la violencia contra las 
mujeres, que comienza por la incapacidad del Estado para reconocerla, además de la falta 
de herramientas para investigar y reaccionar de tal manera que se garanticen los derechos 
de las mujeres. 
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Así, esta corporación asegura que el feminicidio busca visibilizar las circunstancias de 
desigualdad, que tiene como conclusión la muerte violenta de la mujer. En este sentido, el 
elemento central del hecho punible responde al elemento subjetivo del tipo, que acepta las 
condiciones culturales discriminatorias como móvil del delito. 
 
Finalmente, concluye la Corte que, enormemente difícil probar los motivos de género y los 
patrones de desigualdad intricados en la sociedad en el caso concreto, bajo el esquema 
tradicional probatorio. Es por ello que la Corte indica que, “la garantía del acceso a la 
justicia para las mujeres supone un cambio estructural del derecho penal que integre una 
perspectiva de género tanto en los tipos penales que lo componen como en su 
investigación y sanción”. Lo anterior indica que debe existir una flexibilización del 
acercamiento a la prueba del feminicidio que permita ver el panorama completo del 
contexto de violencia previa a la muerte de la mujer; y esto no implica abandonar los 
presupuestos del derecho penal o el debido proceso, por el contrario, hará que la 
apreciación probatoria tenga la posibilidad de evidenciar las diferencias de poder que 
generan una discriminación sistemática que conlleva a violencia más extrema. De no verse 
desde esta perspectiva, lamenta la Corte, el feminicidio constituya un tipo penal meramente 
simbólico. 
 
 En la misma línea, en la sentencia STC16182-2018, de radicado T 1100102040002018-
02195-01, de 10 de diciembre de 2018, de la Corte Suprema de Justicia, con magistrado 
ponente Luis Armando Tolosa Villabona, se censuró la violencia de género, no solo por 
causar graves secuelas en la dignidad de las ofendidas, sino por contribuir a patrones de 
violencia despiadada en una esfera que desborda a las mujeres y abarca a las niñas y 
transexuales, a tal punto de llegar al esclavismo, explotación sexual y feminicidio. 
 
En esta sentencia, la Corte hace hincapié en las estadísticas de maltrato físico y feminicidio 
en los últimos años en Colombia, las cuales aumentan sus números a pesar de los 
esfuerzos institucionales, como lo fue la agravación de las penas. Asegura que en 
Colombia se mantienen y aumentan los homicidios y lesiones personales por y en razón 
de género.  
  




A través del auto AP708-2019, con radicado 53468 del 27 de febrero de 2019, y magistrado 
ponente Eugenio Fernández Carlier, la Corte Suprema de Justicia trae a colación lo 
reseñado por la Corte Constitucional en relación a la revisión de exequibilidad del artículo 
2 de la Ley 1761 de 2015, compartiendo la motivación de dicha sentencia al decir que, en 
el tipo penal el legislador estableció 6 casos de comisión del delito, los cuales requieren la 
verificación de la motivación del agente. Afirma la Corte que “Esto supone que cada uno 
de tales conjuntos de circunstancias implica ese ingrediente subjetivo (v). La motivación 
del agente, por el contrario, hace de la muerte de la mujer un feminicidio no solo en las 
situaciones indicadas en esos seis conjuntos de circunstancias sino en todos aquellos en 
que pueda ser inferido”. 
  
En la providencia de la Corte Suprema de Justicia CP 177 DE 2019, con radicado 52562, 
de magistrado ponente Eyder Patiño Cabrera, para ser consecuente con la jurisprudencia 
sobre el tema, se recoge las posturas de otras sentencias de las altas Cortes, las cuales 
ya se han mencionado previamente en este documento, así como también la 
caracterización que ha traído las Naciones Unidas, de diversos tipos de feminicidio, como 
el intimo o familiar “que tiene como elemento determinante en la intensión del homicidio el 
trato de la mujer como una posesión”. 
 
Siguiendo la misma línea, la sentencia SP4135-2019, con radicado 52394, del 01 de 
octubre de 2019, de la magistrada ponente Patricia Salazar Cuellar, de la Corte Suprema 
de Justicia, hace la aclaración de que no toda violencia contra una mujer es violencia de 
género y aun cuando se trate de violencia de género no todas las acciones previas a un 
hecho generan una cadena de violencia causante de un patrón de discriminación que 
demuestren que el móvil del homicidio fue el género.  
 
Esta sentencia resalta lo predicado por la Corte Constitucional en la importancia del 
contexto en el que ocurre el acto lesivo como presupuesto para precisar la existencia o no 
de violencia de género. Asegura que el contexto de dominación tiene un carácter objetivo 
por manifestarse de las circunstancias que rodean la acción y no de la intención del autor, 
sin que esta deje de ser relevante. Por lo tanto, la Corte afirma que, el delito no requiere 
un dolo específico, pues basta que el sujeto activo conozca el significado de su conducta 
y aun así decida ejecutarla.     
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1.3 Feminicidio, obstáculos en su implementación y 
estado actual de cumplimiento 
 
Posteriormente, en homenaje a Rosa Elvira Cely, el Congreso de la República expidió la 
Ley 1761 de 2015, a través de la cual se creó el delito de feminicidio como un tipo penal 
autónomo y aumentó la sanción punitiva en la comisión de dicha conducta punible. No 
obstante, hubo fuertes cuestionamientos en cuanto a la implementación de la precitada 
ley, aquellos que tenían que ver desde el aspecto dogmático, los obstáculos presentados 
para obtener las finalidades perseguidas con la norma y la utilización del derecho penal 
como prima ratio, cuyos resultados se reflejan en datos recolectados a partir de cifras del 
número de muertes en Colombia desde el 2017 a la fecha. 
1.3.1 Obstáculos en su implementación 
 
 Fines perseguidos a través de la norma que tipifica el feminicidio 
 
Frente a los obstáculos en la implementación de la Ley 1761 de 2015, hay factores 
importantes que se identificaron y constituyeron una dificultad en la aplicación de la 
precitada norma, uno de ellos, tiene que ver con el grado de impunidad de las conductas 
denunciadas, lo que, en efecto, trae repercusiones serias, toda vez que: 
 “La impunidad por la violencia contra la mujer agrava los efectos de dicha violencia 
como mecanismo de control de los hombres sobre las mujeres. Cuando el Estado no 
responsabiliza a los autores de actos de violencia y la sociedad tolera expresa o 
tácitamente dicha violencia, la impunidad no solo alienta nuevos abusos, sino que 
también transmite el mensaje de que la violencia masculina contra la mujer es 
aceptable o normal. El resultado de esa impunidad no consiste únicamente en la 
denegación de justicia a las distintas víctimas/sobrevivientes, sino también en el 
refuerzo de las relaciones de género reinantes y, asimismo, reproduce las 
desigualdades que afectan a las demás mujeres y niñas”. (Escuela de Estudios de 
Género Universidad Nacional, 2018). 




Por otro lado, se observa que las medidas dispuestas en el artículo 5º de la Convención 
sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer –CEDAW, esto es, la 
modificación de los patrones socioculturales entre hombres y mujeres, así como la 
educación, no se encuentran implementadas en estrategias o políticas públicas que 
indique su gestión y avance, toda vez que estos planes han sido desplazados por la 
utilización del derecho penal de la creación de tipos penales y aumentos en la sanción 
punitiva. 
Otro aspecto objeto de análisis, tiene que ver con la producción y réplica de costumbres 
patriarcales que legitiman la reafirmación de prejuicios y estereotipos sobre la mujer, tema 
que se cuestionó en las observaciones propuestas en el informe de seguimiento a la Ley 
1257 de 2008 de la Mesa de seguimiento, para el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales adquiridas al respecto, partiendo de la confusión existente frente a la 
pretensión que se quería cumplir desde el ámbito educativo, toda vez que, por su parte, el 
Ministerio de Educación asumió “la problemática como un asunto de acceso a la educación 
[…] como mecanismo para erradicar los patrones de discriminación socio cultural por tanto 
se esperaba conocer cuáles son las medidas para cambiar las prácticas, programas y 
métodos que perpetúan la violencia contra la mujer” (2012). No obstante, lo que se acreditó 
fue la ampliación de cupos ofrecidos a estudiantes de sexo femenino para el acceso a la 
educación, más no sobre el modelo educativo que procuró la modificación de los 
programas educativos para la sensibilización sobre la no violencia contra la mujer. 
 
 El derecho penal como prima ratio 
 
Al unísono, otra de los obstáculos que se observa es la remisión constante al ámbito penal 
para el castigo de las conductas que tengan que ver con la violencia de género, por lo que 
se ha llegado a considerar que el feminicidio “como tipo penal es simbólico y 
discriminatorio, y que además atiende a fines políticos y al abuso paternalista del derecho 
penal para solucionar las diversas problemáticas que enfrentan los Estados” (López A. , 
2018), temas que serán abordados en el segundo capítulo del presente trabajo. 
De conformidad con lo anterior, es imperativo precisar la ausencia de respeto al principio 
de ultima ratio o extrema ratio del derecho penal como último mecanismo de adopción para 
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atender una coyuntura social de esta magnitud, puesto que se ha dejado de lado la 
necesidad de implementar mecanismos que propendan a la eliminación de conductas 
misóginas y reprochables hacia las mujeres, toda vez que, Susana Chiaroti precisió que 
Carmen Antony, criminóloga, consideró que, contrario a lo que se cree,  es que:  
“[E]l Derecho Penal no previene ningún tipo de conductas ilícitas; ejemplos hay 
muchos, empezando con la pena de muerte o la que rebaja la edad de 
responsabilidad de los menores que delinquen puesto que las estadísticas nos 
demuestran que no producen el efecto de impedir la comisión de delitos”. (Chiaroti, 
2011) 
Frente a la mínima intervención del derecho penal de conformidad con el principio de 
ultima ratio o extrema ratio, desde el Grupo de Investigación Red Internacional de 
Política Criminal Sistémica Extrema Ratio UN de la Universidad Nacional de Colombia 
se pretende abogar por la utilización de mecanismos alternativos y la implementación 
de políticas públicas  la prevención y posterior erradicación de la violencia contra la 
mujer. 
Ahora bien, para aterrizarlo en un caso en concreto, se puede evidenciar que en el caso 
colombiano, pese a haberse promulgado la Ley 1257 de 2008, a través de la cual se 
dictaron normas de sensibilización para eliminar la violencia contra las mujeres, se 
procedió a la creación de la Ley 1761 de 2015 para contrarrestar la pérdida de vida de 
mujeres asesinadas a manos de sus compañeros, amigos, ex parejas y demás. 
Frente al particular, se ha pretendido abordar la problemática a partir de las herramientas 
que se brindan a partir del derecho penal, como es la disposición de una sanción ejemplar 
y cuyo mensaje se dirige contra potenciales feminicidas, lo cierto es que desde la 
necesidad de la sensibilización no existe una norma que imponga un castigo cuando ello 
no se ejecute de tal manera. 
Adicional a la recurrencia al derecho penal, aquella que no atiende la generalidad sino que 
busca proteger un sector vulnerable, es importante tener en cuenta la forma en cómo se 
crean delitos cuya percepción que se genera es de una hiperprotección a los derechos de 
la mujer, cuando dicho procedimiento no atiende los criterios oportunos de técnica 
legislativa, sino que opta por ser una reacción inmediata para atender la problemática. 




Por otra parte, se debe tener en cuenta el rol de la mujer que termina por acentuar la 
discriminación histórica, a partir de una revictimización a partir de las herramientas 
utilizadas por el derecho penal, “pues proyecta en todo caso una imagen de debilidad e 
inferioridad ante la sociedad y desfavorece el alcance y la consolidación de la igualdad 
sustantiva que tanto pregonan los grupos feministas” (López A. , 2018), como se abordará 
en el siguiente capítulo. 
1.3.2 Estadísticas 2017 a 2019 
Por último y no menos importante, es plausible tener en cuenta que en los casos 
documentados existe un alza de índices de violencia contra las mujeres, contrario a la 
expectativa de la Ley 1761 de 2015 frente a la creación del tipo penal de feminicidio, que 
esperó la disminución del número de feminicidios en el país. 
Pese a la promulgación de la precitada ley, es necesario destacar que los casos sobre 
feminicidio han seguido presentándose, siendo un desafío conocer y cuantificar las cifras 
reales de este delito. De acuerdo con el procurador general se deben realizar cambios 
estructurales profundos. Al país le hace falta voluntad política, presupuesto para llevar a 
cabo los programas que afiancen la protección, políticas públicas diferenciales, y cambios 
culturales, en especial en los hombres. (Procuraduría General de la Nación, 2018) 
Para la UNFPA, al igual que para la Procuraduría, una de las metas del Estado es conocer 
las cifras reales de violencia contra la mujer, por lo que se debe fortalecer el registro y las 
cifras institucionales sobre feminicidios que le permitan al Estado tomar acciones de 
protección con las mujeres que se encuentren en riesgo. (El Fondo de Población de las 
Naciones Unidas, 2020)  
Saber a ciencia cierta las cifras de feminicidios y otros tipos de violencia en el país es un 
reto porque, como en muchos otros países, los funcionarios que documentan y registran 
los casos de homicidios no tienen ni las herramientas ni la información necesaria para 
calificar una muerte como feminicidio. Es muy probable que los funcionarios desconozcan 
los motivos del asesinato, o la relación entre la víctima y el victimario. No obstante, en la 
recopilación y registro de datos, la prevalencia del feminicidio sobre un simple homicidio 
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está aumentando. (Organización Panamericana de la Salud y Organización Mundial de la 
Salud, 2013) 
El Procurador General de la Nación expuso que en el año 2017 se registraron 23.798 casos 
de violencia contra la mujer, que en relación con el año 2016 aumentó un 11%. 
(Procuraduría General de la Nación, 2018) De acuerdo con una entrevista realizada al 
general de la Policía Nacional José Vicente Segura, el funcionario afirmo que en dicho año 
se registraron en todo el país 940 casos de feminicidio. (Herrera, 2018)  
Por otro lado, El INMLCF, advirtió que para el 2017, fueron registrados 1.002 casos de 
asesinatos a mujeres, es decir, un promedio de 4.02 mujeres, por cada 100.000 habitantes. 
De estas cifras, afirma el INMLCF, el 30,9% de asesinatos a mujeres fue perpetrado por 
su pareja o ex pareja, lo que implica una gran diferencia en contraste con los hombres, 
quienes alcanzan un 0.89%. También se destaca en el reporte del Instituto que el lugar 
donde más se generaron los asesinatos fue en la vivienda de la víctima, en un 38.36% de 
las veces, y en la vía pública en un 35.24% de las veces. (Instituto Nacional de Medicina 
Legal de Ciencias Forenses, 2018) 
La Procuraduría General de la Nación explicó que, solo en el primer semestre del año 2018 
se presentaron 10.328 casos de violencia contra la mujer en el territorio nacional. Esto 
implica que, para ese año, existieron 57 casos diarios. (Procuraduría General de la Nación, 
2018) 
El INMLCF reportó, de acuerdo con la ONU Mujeres Colombia, que durante el 2018 fueron 
asesinadas 960 mujeres en el país. De acuerdo con ONU Colombia, el 32% de estos casos 
se presentaron en espacios privados (314), y por lo menos 132 mujeres fueron asesinadas 
por su pareja o expareja. (Mujeres) Por considerarse un delito autónomo, el INMLCF, no 
puede calificar de feminicidios las cifras de las muertes de las mujeres, sin embargo, por 
circunstancias especiales de hecho, de los 960 casos, ha calificado 73 como feminicidio. 
Para el año 2018, se registró un promedio de 4.1 de homicidios de mujeres, por cada 
100.000 habitantes, con un aumento de 0.8 en comparación con el año 2017. Si tomamos 
el informe oficial del INMLCF, los asesinatos a mujeres en Colombia ascienden a 1.042, 
es decir, 40 más que en el 2017, de ahí que se entienda el aumento. (Lozano N. , 2019) 




Según cifras del Observatorio de Feminicidios de Colombia, en el año 2019 se reportaron 
en el mes de enero 41 feminicidios, junto con 18 en modalidad tentativa, para el mes de 
febrero fueron 51 feminicidios y 20 en modalidad tentativa, en el mes de marzo la cifra de 
feminicidio se redujo a 38 casos y 9 en modalidad tentativa, para el mes de abril esta cifra 
aumento a 50 feminicidios y 16 en modalidad tentativa, en el mes de mayo las cifras 
siguieron aumentando considerablemente para llegar a 70 casos de feminicidios en este 
mes, más 23 en modalidad tentativa, y para cerrar el primer semestre de 2019, junio se 
presentó con 44 casos de feminicidio y 16 en modalidad tentativa, para un total de 294 
casos de feminicidio y 102 casos en modalidad tentativa. (Observatorio Feminicidios 
Colombia, 2019) 
En el segundo semestre del año 2019 las cifras siguieron aumentando en la misma 
tendencia, así, en julio se presentaron 45 casos de feminicidio, en agosto 57 más, junto 
con 21 casos en modalidad tentativa, para el mes de septiembre se reportaron 56 casos 
de feminicidios y 17 tentativas, en octubre, fueron 46 los casos y 18 en modalidad tentativa, 
para noviembre hubo una reducción considerable con 22 casos de feminicidio y 11 en 
modalidad de tentativa, finalmente, para diciembre de ese año aumento a 51 casos y 17 
tentativas. De esta forma, se configuraron, en el 2019, 571 casos de feminicidio y más de 
190 casos de tentativa de feminicidio. (Observatorio Feminicidios Colombia, 2019) 
En lo corrido del año 2020, el Observatorio de Feminicidios en Colombia ha reportado la 
comisión de este delito durante los meses de enero y febrero. Para el mes de enero se 
reportaron 42 casos de feminicidio y 22 en modalidad tentativa, y para febrero, 46 
feminicidios y 15 en modalidad tentativa. Lo anterior representa una pequeña reducción de 
4 casos, si lo comparamos enero (41) y febrero (51) del 2017. En relación a la modalidad 
tentativa del feminicidio, también se presentó la reducción de un caso si se hace el símil 
con el primer bimestre del 2017. (Observatorio Feminicidios Colombia, 2020) 
Viendo y analizando estas cifras es preciso entender que la carencia de estrategias, planes 
o programas de prevención de la violencia de género y por ende de la comisión de 
feminicidios en el país. Entendiendo además que las cifras no representan la realidad, pues 
muchos casos de feminicidio quedan en la impunidad, en el desconocimiento, o 
clasificados bajo otro tipo penal.  
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Desde la Procuraduría se condenó este tipo de actos de violencia contra las mujeres y se 
lamentó que el Estado no tenga la capacidad suficiente para investigar estos delitos. 
Además, advirtió que el propio hogar es uno de los lugares más peligrosos para las 
víctimas (Procuraduría General de la Nación, 2018)  La Organización Mundial de la Salud 
y la Organización Panamericana de la Salud recomiendan intensificar la recaudación, 
análisis y exposición de los datos sobre la mortalidad, realizar una clasificación por género 
y cuando se presenten casos de asesinato, garantizar la documentación de la relación 
entre la víctima y el perpetrador (Organización Panamericana de la Salud y Organización 
Mundial de la Salud, 2013) 
Es ahora cuando la problemática del feminicidio empieza a cobrar relevancia en la 
sociedad, sin embargo, tal como lo afirma Lozano en el informe del INMLCF, estos delitos 
son reducidos por las personas, por los funcionarios investigadores, por los funcionarios 
del sistema judicial y por los medios de comunicación como crímenes pasionales (Lozano 
N. , 2019). De esta forma casi que se está justificando al perpetrador dándole un móvil 
valido para su delito. 
 Afirma Lozano que se entorpece la prevención del feminicidio si se ignora que estos 
crímenes se derivan de un sistema jerarquizado. Asevera que “la violencia, y la 
masculinidad construida alrededor de ejercer la violencia sobre las mujeres son 
aprendizajes de una cultura que ha validado estas formas de ser hombre. Y allí es donde 
la prevención de los feminicidios debe empezar, en cuestionar esas masculinidades y 
empezar a construir unas nuevas donde la idea de lo que debe ser un hombre no esté 
asociada al ejercicio de la violencia y a su supremacía sobre la mujer.” (Lozano N. , 2019) 
En el presente, se puede evidenciar el siguiente cuadro demostrativo de estadísticas: 
 





Cabe aclarar que los datos que se encuentran en esta tabla no reflejan la totalidad de los 
casos de feminicidio en el país. Al observar las cifras del Observatorio de Feminicidios de 
Colombia, estas se ven reducidas en la gráfica, si las comparamos con las cifras de ONU 
Mujeres Colombia o el INMLCF, no porque no existan más casos, sino por el reducido 
acceso a la información que este grupo tiene, pues se vale de procesos públicos y prensa 
para documentar estos delitos. Es importante mencionar que para el año 2017, el 
Observatorio solo tiene registros del último semestre de este año, por esta razón en la 
gráfica esta columna se percibe tan baja. También es relevante señalar que la organización 
ONU Mujeres Colombia no ha publicado un informe de feminicidios del año 2019, y por 
esta razón no se ve reflejado en la gráfica. 
Ahora bien, teniendo un acercamiento a las cifras de feminicidio en el país, es pertinente 
realizar una comparación entre estas y el número de procesos que por este delito existen 
en el país. De acuerdo con un informe del INPEC (INPEC, 2020), a la fecha, se encuentran 
procesados y condenados 915 personas por el delito de feminicidio, de las cuales 6 son 
mujeres. Todas ellas con prisión intramuros. A continuación, se mostrará una gráfica de 
este comparativo, teniendo como casos de feminicidio las cifras del INMLCF, por tratarse 
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Análisis crítico del discurso sobre el feminicidio en Colombia: una mirada desde el 




Al observar esta gráfica podemos inferir la gran brecha que hay entre los casos existentes, 
que, como ya se hizo claridad anteriormente, no representan la totalidad de las conductas 
delictivas reales, y los casos llevados ante la justicia. De las 915 personas que se 
encuentran privadas de la libertad por este delito, 323 son sindicadas y 592 están 
condenadas. (INPEC, 2020). Estas personas representan el 0.5% de la totalidad de la 
población privada de su libertad mediante prisión intramuros, mientras que el homicidio 
representa un 15.6%. 
Finalmente es oportuno indicar que, si bien en muchos casos se cometen feminicidios, la 
fiscalía ha imputado los delitos como homicidios. También puede suceder que por yerros 
de los jueces se condenen como homicidios los feminicidios, aun cuando la fiscalía haya 
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2. Capítulo: El análisis crítico del discurso y su 
influencia en la construcción del imaginario 
femenino y el derecho penal. Legitimación de 
la dominación y la resistencia. 
 
Hasta aquí, hemos abordado, en primer lugar, el desarrollo histórico del término de 
feminicidio desde el aspecto internacional y su construcción teórico conceptual; en 
segundo término, se expuso el proceso de su incorporación e implantación en el 
ordenamiento jurídico colombiano y; en última instancia, las principales dificultades en su 
aplicación y la muestra a través de estadísticas del asesinato de mujeres entre el 2017 y 
2019.  
Ahora, se abordará el análisis crítico del discurso y el uso del lenguaje para la construcción 
de patrones socioculturales acerca de la mujer desde las categorías de la patriarcalización, 
la violencia y el femicidio/feminicidio. Es por ello que, se presentará un recorrido conceptual 
de algunas instituciones que articulan disertaciones  envolventes y que se encuentran 
constantemente en disputa para la estructuración de una postura ideológica. 
Posteriormente, se confrontarán dos teorías discursivas, esto es, por un lado, la punitiva 
y, por el otro, la antidiscriminatoria, para dar cuenta de lo que ella representa desde el 
ejercicio del poder entre los grupos dominantes y los grupos dominados a través de 
prácticas discursivas desde el ocultamiento y lo cual se desarrollará más adelante. 
2.1 Análisis crítico del discurso. Concepto y postulados 
desde categorías socioculturales construidas. 
 
El Análisis Crítico del Discurso -ACD- se constituyó en una herramienta para la investigación 
epistémica del lenguaje, particularmente, desde su valoración como un evento comunicativo 
tanto de forma oral como escrita en el marco de un discurso y a través de las interacciones, 
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lo que conlleva a asumir una postura cuestionadora en contraste con la realidad de los 
contextos sociales y políticos. 
El aspecto crítico del discurso se centra en el estudio “primariamente [d]el modo en que el 
abuso del poder social, el dominio y la desigualdad son practicados, reproducidos, y 
ocasionalmente combatidos por los textos y el habla en el contexto social y político”  (Dijk, 
2002). De este modo, lo que se pretende es la exploración de un fenómeno problemático para 
su mejor comprensión y que a su vez desafíe una posición contraria a la dominante; es decir, 
se trata de “una perspectiva, crítica, sobre la realización del saber: es, por así decirlo, un 
análisis del discurso efectuado ‘con una actitud’”  (Dijk T. A., 2003) porque propone una 
tendencia al cambio. 
Al respecto, Teun van Dijk trae a colación una forma de análisis propio de la estructura del 
texto y habla, tomando como base contextos sociales y políticos, mediante los cuales se 
acredita una coyuntura que requiere mayor estudio y comprensión de los factores que lo 
originan. Dichos parámetros se encuentran circunscritos al seguimiento de principios básicos 
del análisis crítico del discurso, propuestos, inicialmente, por Fairclough y Wodak. Ellos son 
los siguientes: 
“1. El ACD trata de problemas sociales. 2. Las relaciones de poder son discursivas. 3. El 
discurso constituye la sociedad y la cultura.  4. El discurso hace un trabajo ideológico. 5. El 
discurso es histórico. 6. El enlace entre el texto y la sociedad es mediato. 7. El análisis del 
discurso es interpretativo y explicativo.  8. El discurso es una forma de acción social” (Olarte, 
2018) 
Entendiendo que de conformidad con esta corriente, el discurso oral nos remite a la 
construcción y cuestionamiento del uso del poder, es pertinente precisar la forma en cómo 
este se ejerce en sectores dominados como es el caso de las mujeres, que junto a la ideología 
y a la jerarquía, “junto con conceptos que proceden de la sociología,  la  psicología  cultural  
y  cognitiva  y  la  antropología,  son  relevantes  para  la explicación e interpretación del 
discurso, en sus usos auténticos y en el marco de la cultura” (Pardo, 2012), más aún, si se 
comprende históricamente dicha discriminación y opresión al sexo opuesto al que ha sido 
empleado universalmente que deja de lado la particularidad hecha del contexto y, por ende, 
la construcción y reproducción de un sistema de desigualdad. 
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Ahora, partiendo del poder como forma de control social, es necesario tener en cuenta que 
ello sólo existe a partir de una pugna entre un grupo dominante y un grupo dominado, este 
último, por  supuesto, tiene que ver con las mujeres y la utilización de un discurso a través del 
uso de “recursos sociales escasos, tales como la fuerza, el dinero, el estatus, la fama, el 
conocimiento, la información, la «cultura», o incluso varias formas del discurso público y de la 
comunicación”. (Dijk T. V., 2002) 
Al respecto, se puede traer a colación la construcción social y cultura de nociones que 
implican el mantenimiento de reglas convencionales para la imposición de un comportamiento 
comúnmente aceptado por quienes cuentan con dichos recursos para la creación de un 
discurso y su posterior dominación frente a grupos históricamente discriminados, ello se 
puede encontrar en las siguientes categorías: la patriarcalización, la violencia y el 
feminicidio/femicidio, a través de los cuales se realizará un recorrido conceptual y de las 
cuales también se predican alunas disertaciones envolventes que se encuentran 
constantemente en disputa para la estructuración de una postura ideológica 
2.1.1 Teoría del ACD sobre la patriarcalización 
 
Como una organización históricamente construida en función del androcentrismo, el 
patriarcalismo constituye una estructura dominante en el que los hombres ejercen una 
relación de poder sobre las mujeres, estableciéndose en sí como “un sistema de alianzas 
con las élites masculinas culturales, pues, en definitiva, las culturas han sido y son un 
campo de lucha patriarcal y una excusa para que las mujeres regresen ‘a su lugar’ al sitio 
tradicionalmente asignado (Quispe, 2012)”. 
A su vez, cabe resaltar el papel protagónico que tiene el fenómeno de la globalización, 
siendo este “un proceso político, social, económico, cultural, tecnológico, financiero y 
organizativo a escala mundial, […] como un fenómeno casi natural y en consecuencia 
inevitable (Valdivieso, 2009)” y con ello el tendiente al crecimiento de los mercados y de 
las empresas en función de la interacción entre la gente y los gobiernos.  
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Empero, esta transformación requiere un análisis en el género, por cuanto  la globalización  
origina  una diferenciada afectación entre varones y mujeres, situaciones como “pobreza, 
desigualdad, exclusión, golpean en muchos casos particularmente a la mujer  […]  como 
trabajadoras por un lado y por otro como mujeres” (Klikberg, 2003), ello, como 
consecuencia de la división sexual del trabajo y la subordinación a la cofradía masculina, 
por la responsabilidad casi exclusiva de las tareas domésticas y el cuidado de la familia. 
Lo anteriormente referido, reafirma la lógica binaria existente en las relaciones entre 
hombres y mujeres y el cumplimiento de los denominados patrones heteronormativos 
patriarcales, cuya definición en términos de Samuel Chambers, es: 
“[E]l conjunto de prácticas regulatorias que producen géneros inteligibles dentro de 
una matriz heterosexual que insiste en la coherencia entre sexo/género/deseo”. Es 
decir, toda persona que se sitúe fuera del supuesto contínuum “sexo/género/ deseo” 
será señalada y cuestionada por el sistema patriarcal por no cumplir los estándares 
tradicionalmente expuestos como “normales”. (Velasco & Donoso, 2015) 
Lo anterior, se puede evidenciar cuando a partir del género se realiza una construcción de 
las características diferenciadoras entre hombres y mujeres, de conformidad con el sexo y 
su rol en la sociedad para posicionamiento social, por lo que, en sí, “consiste en la 
adscripción de identidades, creencias, sentimientos, conductas, funciones, tareas, 
actitudes, responsabilidades, roles y valores diferenciales que la sociedad establece para 
cada uno de los sexos, lo que se expresa como desigualdades sociales”. (Huertas, 
Martínez, Morales, Martínez, & Ruíz, 2016) 
Al respecto, las autoras Anna Velasco Martínez y Trinidad Donoso Vásquez, amplían la 
influencia de los patrones hetenormativos hacia otro tipo de personas, particularmente, de 
quienes poseen orientaciones o identidades sexuales alternativas y no, precisamente, se 
remite a las mujeres. No obstante, lo que se pretende significar es que quienes se salen 
de roles culturalmente establecidos y aceptados bajo los parámetros del patriarcado son 
quienes en una relación de poder, se encuentran en la posición de dominados, abusados 
y desiguales. 
De lo mencionado, se colige que dichos roles son los que se construyen social y 
culturalmente, estableciendo estereotipos de comportamiento para ser impuestos, 
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enseñados y reproducidos entre los hombres y las mujeres, acorde con la función a la que 
se debe acomodar y, en caso de inconformidad, tendrá la obligación de ajustarse a esos 
cánones de roles diferenciados, dejando de lado “la identidad sexual en aquellas personas 
en las que la asignación del sexo había fallado, esto relacionado con la confusión 
producida por el aspecto externo de sus genitales” (Huertas, Martínez, Morales, Martínez, 
& Ruíz, 2016). Al respecto, se destaca la información y la influencia de lo externo determina 
el comportamiento masculino o femenino. 
En ese orden de ideas, se puede evidenciar que la institución de la familia ha sido 
construida con influencias patriarcales, en la medida en que, de acuerdo a la diferencia 
sexual de roles, se asignan funciones que trascienden al cumplimiento de las mismas 
dentro de una sociedad. Ello es así en tanto que “los roles que se dan en las familias 
cuando el padre es el centro de toda la vida familiar y pública, y la mujer es relegada a 
roles de orden doméstico.” (Viveros, 2010)   
Por ejemplo, Talcott Parsons hizo unas apreciaciones frente al rol de la mujer en tanto al 
interior de una familia estadounidense, pues al respecto indicó la existencia de problemas 
en la separación de funciones de acuerdo al sexo tanto del hombre como de la mujer, pues 
frente a esta última, hace una señalización en razón a que “en la función femenina el 
elemento dominante parece ser una ambivalencia y una inestabilidad básicas. Las 
funciones de esposa y madre son las que predominan estructuralmente (…); por ello, 
parece que la función femenina más apropiada es al que podríamos calificar de doméstica”. 
(Parsons, 1986) 
Al respecto, Viveros Chavarría puso de presente que, de conformidad con la estructura 
social de la familia de Parsons, “la familia nuclear-patriarcal debería ser el centro del 
entramado social, sostenida en roles diferenciados por el sexo, el género y la relación 
conyugal. En la mirada de Parsons, las mujeres han de permanecer en el ámbito doméstico 
cuidando a sus hijos y manteniendo en ‘orden’ el clima interno de la familia; así el padre 
podrá ser proveedor económico y mantenerse en la esfera pública.” (Viveros, 2010) Evento 
por el cual, el “rol masculino en la familia, se refuerza con descripciones acerca del rol de 
la mujer, quien es predominantemente una ama de casa cuando tiene niños pequeños y 
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su trabajo en el sistema ocupacional extra-familiar es de un rango inferior y difícilmente 
puede competir con el del esposo en términos de estatus y remuneración. (Cadenas, 2015) 
En cuanto al rol culturalmente asignado a la mujer por vivir en sociedad, en el texto de Ana 
Lucía Villareal Montoya denominado Relaciones de poder en la sociedad patriarcal, se 
resalta lo dicho por Sen Gita al respecto de la siguiente manera: 
“[S]ignifica reconocer que las mujeres están situadas en la encrucijada entre 
producción y reproducción, entre la actividad económica y el cuidado y atención de 
los seres humanos y por lo tanto entre el crecimiento económico y el desarrollo 
humano. Ellas son las trabajadoras de ambas esferas: las más responsables y por lo 
tanto las que arriesgan más, las que sufren cuando las dos esferas funcionan de 
manera opuesta, y las más conscientes de la necesidad de una mejor integración 
entre las dos”. (Villarreal, 2003) 
Por su parte, Félix López realiza un ejercicio interesante de la forma en cómo se asumen 
dichos roles entre hombres y mujeres, toda vez que distingue una diferente forma de 
asumirlos a partir de lo siguientes elementos: la identidad y de la identificación; la primera, 
indica “la autoclasificación como niño o como niña  […]  -; la segunda, se refiere a los – 
sentimientos de suplencia, deseos de ser como otro” (López, 1984). No obstante, frente al 
tema que nos concierne, fue planteado como un proceso diferente a los anteriores, en 
cuanto a que “se trata de asimilar las características conductuales propias de cada sexo 
en una sociedad determinada”. (López, 1984) 
Frente al sexo, en el texto La adquisición del rol y de la identidad sexual: función de la 
familia, el autor pone de presente en la descripción acerca de un ejercicio entre niños y 
niñas frente a los juguetes diferenciados por género. Frente a ello indicó: La preferencia 
por los juguetes tipificados es más clara y consistente en los niños. Las niñas eligen más 
frecuentemente juguetes <<de niño>>. (López, 1984) 
Más adelante, muestra una situación respecto al rol sexual, de conformidad con las 
actividades realizadas por parte de un hombre y una mujer tanto en lo doméstico como en 
lo laboral. Al respecto, los niños observan que ambos, es decir, tanto el hombre como la 
mujer, ejercen actividades laborales, y el resultado entorno a las construcciones sociales 
fue que: 
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“Los hombres están más tipificados en sus actividades que las mujeres. Cuando éstas 
hacen las de aquello, eso no conlleva que los hombres hagan las de las mujeres. Así, 
lo captan perfectamente los niños y las niñas; mientras es frecuente que ambos 
(especialmente que en el primero de los grupos: ambos padres trabajan) puedan 
trabajar y conducir, es muy excepcional que el padre sea puesto a cocinar”. (López, 
1984) 
Sin embargo, se debe hacer una aclaración frente a los roles adquiridos dentro de una 
sociedad, toda vez que el primer escenario en el cual se realiza este aprendizaje, viene 
dado al interior de la familia y de quienes la constituyen a través de procesos como son 
“enculturación, socialización, humanización, subjetivación e identificación. […]  lo que 
significa que la familia es el primer grupo humano en el que los niños y las niñas aprenden 
a asumir y ejercer papeles”. (Viveros, 2010) 
Ahora bien, desde la perspectiva de las relaciones de poder en una sociedad patriarcal, se 
ve una relación en la que se protege tanto la producción por parte de los hombres como la 
reproducción a cargo de las mujeres, es así como en este último caso, se evidencia un 
intento por invisibilizar el extremo de la subordinación ejercido por ellas, al quedar 
relegadas a los espacios de la vida privada en el rol de amas de casa dedicadas a las 
labores domésticas, las cuales se han mantenido en la institución de la familia, el 
matrimonio, el cuidado de niños y la división sexual de trabajo. 
En términos de género, por ser esta una categoría que diferencia a hombres como a mujeres, 
Joan Scott ha expuesto que el uso del discurso ha sido una herramienta tomada por los 
grupos dominantes para el mantenimiento del patriarcado, puesto que “(l)os sujetos existen 
cuando son nombrados y ese nombre lo otorga un discurso que los ubica en jerarquías, los 
incluye o los excluye y explica cómo la diferencia sexual es transformada en desigualdad y 
subordinación social (Tarrés, 2013) 
Así, dicho discurso se ha encargado en la creación y transmisión de construcciones culturales 
y de esta forma “reproduce el sistema de dominación, lo legitima, a través del sexismo 
lingüístico y el sexismo social” (Morales & González, 2007) y también ha sido el mecanismo 
que “ha disciplinado milenariamente a los cuerpos, obligando a varones y mujeres a desear 
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la reproducción y jugar papeles predefinidos” (Tarrés, 2013) socavando determinados sujetos 
y sus derechos para coincidir con la noción de hombre universal. 
Frente a este último aspecto, bajo la concepción paternalista, se ha considerado que el 
hombre lleva una masculinidad intrínseca y que la sociedad procura fomentar cierto tipo de 
comportamientos de lo que ello significa sin ninguna discusión. Es por ello que se ha dicho 
que “los hombres son tal como son y  las mujeres tal como las ha hecho la sociedad” 
(Marqués, 1997), esta última por una idea inferior que se predicó sobre sí misma, pero que 
no alcanzó el desarrollo de los varones porque la sociedad la reprimió y la discriminó. 
Así, el discurso patriarcal ha construido una ideología de subordinación que ha legitimado 
prácticas sociales de dominación hacia la mujer y sus etiquetas o equivalencias al significar 
a la mujer como mujer, madre, ama de casa y sexo débil, entre otras, y que “van configurando 
estatutos, lo que quiere decir que se naturalizan (se hacen como “naturales”) determinados 
significados que son sociales e históricos” (Huergo, 2002) 
2.1.2 Teoría del ACD de la violencia 
 
A su vez, se tiene que como consecuencia del discurso patriarcal, anteriormente 
mencionada, existen diferentes manifestaciones de la misma a través de actos u omisiones 
concretas que, en principio, afectan a un gran número de mujeres, siendo ésta considerada 
como una “problemática ancestral  que se ha desarrollado a lo largo de la historia de la 
humanidad” (Correa, 2013). 
De acuerdo a la Real Academia Española, se entiende por violencia cuando “una acción 
desemboca en un estado fuera de lo natural, una ruptura de la armonía, provocada por la 
acción de cualquier ente, es decir, referida a los actos humanos.” 
Desde un ámbito más general, Johan Galtung, sociólogo y matemático noruego, indicó un 
análisis de la violencia al cual llamó el triángulo de la violencia. Frente al particular señaló 
propiamente lo siguiente: 
“La violencia directa, física y/o verbal, se hace visible a través del comportamiento. 
Pero la acción humana no surge de la nada: tiene sus raíces. Dos de ellas son 
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indicativas: la cultura de la violencia (heroica, patriótica, patriarcal, etc.), y la 
estructura violenta en sí misma por ser demasiado represiva, explotadora o 
alienante; demasiado estricta o permisiva para la comodidad del pueblo.”  (Gaultung, 
s.f) 
Al respecto, se pretender poner de presente que “[l]as grandes variantes de la violencia 
pueden explicarse fácilmente en función de la cultura y estructura: violencia cultural y 
estructural causan violencia directa, y emplean como instrumentos actores violentos que se 
rebelan contra las estructuras y esgrimen la cultura para legitimar su uso de la violencia”. 
(Galtung, 2004). En ese sentido, se quiso desvirtuar lo que comúnmente se ha construido 
teóricamente acerca de que la violencia es inherente a la humanidad y, particularmente, es 
menester indicar la muestra de lo que la mujer ha sido, esto en cuanto a que, “[el] cuerpo 
de la mujer como campo de batalla por parte de grupos de hombres es, probablemente, tan 
antiguo como la guerra”. (Galtung, 2004) 
Por su parte, Francisco Jiménez Bautista resaltó la naturaleza conflictiva del ser humano, 
pero indicando propiamente que la pasividad o la violencia se incrusta en él a través de la 
información que reciba culturalmente por lo que “[l]a violencia del ser humano no está en 
sus genes sino en su ambiente” (Jiménez, 2012). No obstante, pensamientos como el de 
Nicolás Maquiavelo, han señalado lo contrario, esto es, se ha considerado que  la violencia 
y la coacción han endilgado su responsabilidad en la maldad innata de la persona cuya 
necesidad ha estado justificada en función de las necesidades del Estado. (Rodas, 2001)  
Al respecto, en El príncipe, Nicolás Maquiavelo acotó lo siguiente: 
“Debéis, pues, saber que hay dos maneras de combatir: una, con leyes; otra, con la 
fuerza. La primera es propia de los hombres, la otra no es común con los animales; 
pero cuando las leyes son impotentes, necesario es recurrir a la fuerza; un príncipe 
debe saber combatir tanto como hombre como cuanta bestia. Que es lo que 
finalmente nos dieron a entender los antiguos poetas en la historia alegórica de la 
educación de Aquiles y de muchos otros príncipes de la antigüedad, por el centauro 
Chirón, que, bajo la doble forma de hombre y de animal enseñó a los príncipes que 
debían emplear sucesivamente el arma propia de cada una de las especies  […]  Yo 
me guardaría muy bien de dar tal precepto si todos los hombres fuesen buenos; pero 
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como son todos malos, y siempre dispuestos a faltar a su palabra, el príncipe no debe 
esforzarse para ser más fiel a la suya, sin contar que esta falta de fe es siempre fácil 
de justificar”. (Maquiavelo, 1971) 
Frente a este último aspecto, de conformidad con Ashley Montagu precisó que John Stuart 
Mill indicó que "de las posibles maneras de eludir las influencias de la moral y la sociedad 
sobre la mente humana, la más corriente es la de hacer responsable de las diferencias de 
comportamiento y carácter a diferencias naturales innatas" (Montagu, 1984), en donde se 
acepta y se asimila con normalidad la ruptura del orden establecido, vislumbrándose así la 
manifestación propia del poder y la ruptura de dicha armonía, “producto de los mismos 
hombres, por ser desde un principio seres instintivos, motivados por deseos que son el 
resultado de apetencias salvajes y primitivas” (Montoya, 2006) 
Sin embargo, el concepto de hombre manejado por aquel autor, es de un individuo que hace 
el bien, aunque se encuentre ante equivocaciones propias de una persona con carácter. Al 
respecto indicó: 
“También son conscientes de que una acción correcta no indica generalmente una 
persona virtuosa, y de que acciones que son condenables proceden con frecuencia 
de cualidades que merecen elogio. Cuando esto resulta patente en cualquier caso 
particular, ello modifica la estimación que ellos tienen, no del acto ciertamente, sino 
del agente. Puedo asegurar que, no obstante, consideran que, a la larga, la mejor 
prueba de que se posee un buen carácter es realizar buenas acciones, y que se 
niegan por completo a considerar buena ninguna disposición mental cuya tendencia 
predominante sea la de producir una mala conducta”. (Mill, 1984) 
En concordancia con lo expuesto por Maquiavelo, se encuentra Lewis Coser como otro 
exponente de la teoría clásica del conflicto, quien indicó que este corresponde a una 
confrontación a fin de adquirir status y poder sobre los recursos escasos, evento por el 
cual hace énfasis en las funciones que ello contrae desde la perspectiva de los grupos y 
las estructuras, puesto que el conflicto “puede facilitar el establecimiento, o el 
restablecimiento, de la unidad y la cohesión, cuando éstas se han visto amenazadas por 
sentimientos hostiles y antagónicas entre sus miembros”. (Coser, 1961) Al respecto, lo que 
el autor enfatizar fue en la finalidad del conflicto en la sociedad para desafiarla y en sus 
leyes e indicar un progreso el desacuerdo para llegar al cambio. 
2. Capítulo: El análisis crítico del discurso y su influencia en la construcción del 




Contrario sensu, el “Manifiesto de Sevilla” sobre la violencia, redactado en 1986 con ocasión 
del Año Internacional de la Paz, bajo los auspicios de las Naciones Unidas y adoptado  por 
la UNESCO en 1989, indicó la errada creencia de lo innato en el ser humano e indicó lo 
siguiente: 
“Algunos mantienen que la violencia y la guerra no cesarán nunca, porque están 
inscritas en nuestra naturaleza biológica. Nosotros decimos que no es verdad. 
Asimismo, en otros tiempos se mantenía que la esclavitud y la dominación basadas 
en la raza o el sexo estaban inscritos en la biología humana. Unos cuantos incluso 
pretendieron probarlo. Actualmente, sabemos que se equivocaban. La esclavitud se 
ha abolido, y hoy en día se ponen en práctica todos los medios para acabar con la 
dominación basada en la raza y el sexo”. (UNESCO, 1992) 
En ese sentido, ha sido menester resaltar que la violencia no es una conducta heredada a 
través de los genes, sino que obedece a “una predisposición moldeada en un sentido u otro 
por la cultura” (Jiménez, 2012), y que, particularmente, la familia siendo la primera 
institución en reproducir costumbres patriarcales “y la más violenta de nuestra sociedad”. 
(Jiménez, 2012) 
No obstante, existen otras formas de perpetuar con el tiempo este tipo de prácticas, y es 
con lo que ya se había mencionado con anterioridad, en referencia a la violencia cultural 
del autor Johan Galtung, vista desde todos los aspectos culturales que insisten en 
adentrarse en los hábitos sociales, y se indica al respecto que: 
“Si la violencia directa es generada desde el propio agresor y la violencia estructural 
está organizada desde el sistema (la estructura), la violencia cultural lo hace desde 
las ideas, las normas, los valores, la cultura, la tradición, como alegato o aceptación 
‘natural’ de las situaciones provocadas por ella. Es decir, todo aquello que en 
definitiva desde la cultura legitime y/o promueva la violencia de cualquier origen o 
signo”. (Jiménez, 2012) 
Es necesario resaltar que, en ese entramado de manifestaciones y relaciones desiguales 
de poder entre hombres y mujeres, se vieron marcadas “contra la población más vulnerable 
de la sociedad, como los niños, las mujeres y los ancianos”, (Cuervo, 2017) las cuales se 
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ven reflejadas en lo social, económico, jurídico, político, cultural y familiar, la afectación ha 
sido numerosa en mujeres, niñas y adolescentes; sin embargo, se debe indicar que estas 
circunstancias fueron “por muchos años asunto de la vida privada de la personas (Correa, 
2013)”. 
Al respecto, se había considerado el peligro que representa para las mujeres el encontrase 
expuestas afuera de su casa, esto es, aquellos espacios en los que, de conformidad con 
una seguridad ciudadana acorde, debería optar por la protección de las mismas en aquellos 
lugares que, sin embargo, han sido denominados como lugares prohibidos, toda vez que al 
movilizarse en las calles, la percepción de inseguridad se incrementa a medida que pasa el 
tiempo, puesto que las horas nocturnas son las más propicias para sentir mayor riesgo. 
No obstante, contrario a lo predicho, se ha considerado que las mujeres se encuentran en 
mayor peligro en sus casas que en las propias calles (Benavides, 2015), situación que, en 
principio, se creía la existencia de mayor vulnerabilidad por tipos de violencia relacionados 
con el delito callejero, permitiendo concluir que ello es más propenso en un espacio 
conocido, como lo es, al interior del círculo familiar, laboral y/o académico, postura que 
permite rechazar evidentemente la suposición de que lo público es inseguro a comparación 
de lo privado. 
Frente a este último aspecto, la mujer se encontraba  silenciada a cualquier tipo de 
manifestación de violencia que yacía en su hogar, al suponerse como un fenómeno que 
correspondía, en primer lugar, a “un derecho del marido y algo normal, y, posteriormente 
algo que ‘desgraciadamente’ sucedía en algunos hogares pero que formaba parte de la 
vida privada de las parejas y en lo que por tanto no había que intervenir”. (Bosch, 2000) 
Por lo que, “son muchos los gobiernos que dudan cuando se trata de actuar e incluso 
legislar contra la violencia doméstica.” (García, 2000) 
En ese sentido, la violencia doméstica contra la mujer no ha sido tomada con la importancia 
debida, por lo que “constituye un problema social que, por transcurrir en el espacio privado, 
no ha sido considerado ni por las normas legales ni por las políticas públicas.” (Larrain & 
Rodríguez, 1993) Acerca de esto, es preciso tener en cuenta que ello está fuertemente 
arraigado a un sistema social que se basa en una cultura determinada en donde congenian 
costumbres, estereotipos, prejuicios y valoraciones sobre la estructura familiar y el rol que 
desempeña la mujer en ella. 
2. Capítulo: El análisis crítico del discurso y su influencia en la construcción del 




Bajo los anteriores postulados, es clara la índole cultural que emana de la concepción de 
violencia doméstica y que ello se confabula para legitimar la violencia privada hacia la 
mujer como un medio aceptable de control social y patriarcal “que se construye sobre la 
superioridad masculina y la inferioridad femenina sobre papeles y expectativas 
estereotipados según el sexo.” (Copelon., 2016), lo que en concordancia Farid Benavides 
indicó al respecto, señalando que “la violencia de género está vinculada a la desigual 
distribución del poder y a las relaciones asimétricas que se establecen entre varones y 
mujeres en nuestra sociedad. Esta violencia perpetúa la desvalorización de lo femenino y 
su subordinación a lo masculino.” (Benavides, 2015) 
Adicionalmente, es imperativo hacer mención que la violencia no sólo se ha evidenciado 
al interior de una familia, sino que también se ha ampliado a otros contextos y, una muestra 
de ellos, son los que se ha desarrollado y normalizado en el marco del conflicto  armado 
de los grupos al margen de la ley, toda vez que, la visión de la mujer se ha construido a 
partir de estereotipos que nacen y se fundan a través del tiempo por la pertenencia a los 
mismos, bajo el cumplimiento del rol asignado a través del uso de la fuerza y las armas por 
tratarse de un espacio militar, a partir de “ construcciones culturales gestadas alrededor de 
la guerra y la identidad del combatiente moldeada alrededor de tal escenario”. (Huertas, 
Patiño, & Ruíz, 2015) y, en ese sentido, una doble victimización. 
De lo anterior, se colige la transformación del rol de la mujer en la sociedad y una ruptura 
del esquema tradicional en donde se despoja de su rol de esposa, ama de casa y madre, 
para ser concebida al interior el conflicto, “cuando ingresa a las filas armadas como 
combatiente; lo que demuestra la reducción de la mujer a un rol que la margina de los 
procesos de decisión y cambio desde los escenarios políticos.” (Huertas, Ruíz, & Botía, 
2017)  Al respecto, se evidencia que el conflicto armado es un escenario en donde 
predomina lo masculino y se rechaza el rol de la mujer desde un ámbito de revelación y 
participación política. 
Por ello, se ha enfatizado en que la violencia, particularmente la de género, obedece a una 
construcción sociocultural que ha creado una brecha entre hombres y mujeres, que más 
allá de hacer referencia a las diferencias biológicas, estimula el cumplimiento del rol 
masculino y femenino, de conformidad con los estereotipos de género que conlleva dicha 
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división. En ese sentido, se ha dicho que  “el concepto de violencia de género no siempre 
ha sido reconocido de esta forma, la categoría violencia de género es una creación 
semántica reciente que ha sufrido una evolución conjunta a la denuncia pública de la 
violencia contra y sufrida por las mujeres” (Huertas, Archila, & Ruiz, 2020) 
No obstante, dentro de los estudios del discurso también se encuentran recursos simbólicos 
y culturales que refuerzan la violencia y sus diferentes tipos, por lo que el análisis crítico del 
discurso también pretende “visibilizar los recursos y estrategias que contribuyen a constituir 
los regímenes de poder que sostienen interacciones y relaciones dentro de las cuales la 
subjetividad y la intersubjetividad se expresan, para dar sentido a las prácticas sociales que 
atentan material o simbólicamente” (Pardo, 2012) 
Al respecto, la autora indicó que la forma en que la violencia se estructura es a través de 
representaciones discursivas mediante lo que ella llama como instituciones socializadoras, 
ellas son: la escuela, la familia, el Estado y los medios de comunicación, aspecto que, Van 
Dijk, lo denominó como una forma del discurso político “de los media, de la educación y de la 
ciencia, que forman el núcleo de la gestión por la élite de la mentalidad social, las minorías 
poseen reducido acceso, y virtualmente ningún control sobre ellos.” (Dijk T. V., 2002) 
Esta forma especial de reproducción invisible de la violencia en los sistemas de enseñanza, 
se relaciona con la violencia simbólica bajo mecanismos discursivos que lo estructuran, que 
se implantan en los sistemas culturales a través de prácticas sociales  y que constituyen una 
forma de poder mediante estrategias de imposición mediante la fuerza de la razón. 
Al respecto, se indicó que, “la teoría de la violencia simbólica se basa en una teoría de la 
creencia o, mejor dicho, en una teoría de la producción de la creencia, de la labor de 
socialización necesaria para producir unos agentes dotados de esquemas de percepción y de 
valoración que les permitirán percibir las conminaciones inscritas en una situación o en un 
discurso y obedecerlas.” (Bourdieu, 1994) 
Por su parte, van Dijk también indicó no solamente a través de esquemas mentales sino 
también de producción y reproducción de estigmas en el discurso de dominación, mediante 
estructuras del texto y el habla, que “pueden influenciar la forma en la que los receptores 
construyen sus modelos mentales de situaciones específicas, o cómo ellos las generalizan 
para formar estereotipos o prejuicios” (Dijk T. V., 2002).  
2. Capítulo: El análisis crítico del discurso y su influencia en la construcción del 




No obstante, lo anterior no puede indicar precisamente que se trata de un abuso del poder, 
sino que está más bien legitimado para su respectivo ejercicio, “por ejemplo, de padres sobre 
hijos, docentes sobre estudiantes, jefes sobre empleados o políticos electos sobre 
ciudadanos, equipados con las normas, reglas y otros principios” (Dijk T. V., Discurso y 
dominación, 2004), y que, finalmente, desemboca el éxito del discurso porque a través de un 
acuerdo entre las partes se naturalizan ciertas prácticas a través de la creación de modelos 
mentales. 
Este último, se encuentra ligado a lo que autor denominó como el cuadro ideológico, pues 
indicó que “la estrategia general del discurso dominante y el control mental siguen, a menudo, 
la polarización básica entre grupos donde subyacen ideologías: enfatizando nuestras cosas 
buenas, enfatizando sus cosas malas; mitigando nuestras cosas malas, mitigando sus cosas 
buenas”. (Dijk T. V., 1996) 
De ese modo, es como “se imponen o inculcan significados que imprimen la selección o la 
exclusión, como arbitrariedad cultural, dado que un grupo inculca sobre otro la aceptación y, 
así mismo, el rechazo pero no la aniquilación de la arbitrariedad” (Peña, 2009), a través de 
relaciones de comunicación, sobretodo, en lugares de enseñanza que producen un efecto 
simbólico bajo la máscara de inculcación cuando en realidad se trata de un efecto del 
ocultamiento del poder para su imposición y eventual reproducción 
2.1.3 Teoría del ACD del femicidio/feminicidio 
 
Ahora, teniendo en cuenta que, por un lado, se encuentra la tradición de un pasado opresor 
contra la mujer, configurado a través de discursos patriarcales que reproducían distintas 
formas de violencia, de acuerdo con el análisis crítico del discurso; por el otro,  coexiste la 
resistencia que se opone a ese sistema de dominación “entre el poder de las mayorías y el 
poder de las minorías se apoyaba en gran parte, aunque no por completo, en la existencia 
de frenos constitucionales a la actuación de la mayoría” (Dahl, 1956) 
Así, la necesidad de realizar un contrapeso al discurso patriarcal, se dio lugar a la  creación 
de movimientos o colectivos que reaccionen en contra del mismo y estructurar un discurso 
que se amolde a las necesidades propias de una lucha para invertir a su favor como 
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estrategia de instaurar el poder a un orden igualitario y visibilizar manifestaciones de 
violencia en contra de las mujeres, una de ellas, la del feminicidio, como máxima expresión 
de la misma, a través del feminismo y el discurso de género. 
En razón a las relaciones desiguales de poder entre hombres y mujeres al interior de una 
sociedad y desde perspectivas amplias, así como la violencia extrema, sistemática y 
discriminación a estas, que no sólo recaía en mayores de edad, sino también en niñas y 
adolescentes, se advirtió la necesidad de hacer un contrapeso a través de la caracterización 
del feminicidio, más allá de lo que comúnmente se conocía como homicidio a mujer, toda vez 
que representaba una “forma universal al referirse al asesinato de una persona 
independientemente de su género, sexo  […]”.(Correa, 2013) 
Así, preciso es tener en cuenta las raíces etimológicas del término feminicidio, las cuales 
indican que “[l]as dos raíces latinas de la palabra que nos ocupan son fémina —mujer— y 
caedo, — caesum— matar.” (Monárrez, 2018). Por lo que se definió como una conducta 
perpetrada por un victimario masculino sobre la vida de una mujer, principalmente, por 
razones de género. Al respecto, se agregó otro tipo de manifestaciones que conducen al 
mismo resultado. Tal dicho se indicó de la siguiente manera: 
“[P]rogresión de actos violentos que van desde el maltrato emocional, psicológico, 
los golpes, los insultos, la tortura, la violación, la prostitución, el acoso sexual, el 
abuso infantil, el infanticidio de niñas, las mutilaciones genitales, la violencia 
doméstica y toda política que derive en la muerte de las mujeres, tolerada por el 
Estado”. (Correa, 2013) 
Además, “[e]l ‘Femicidio’ (sic) hace referencia en sentido amplio al asesinato de niñas 
(infanticidio), fetos femeninos (feticidio) de adolescentes, y de las mujeres, por el sólo 
hecho de serlo, es decir asesinatos fundamentados en razones de género, aclarando que 
pueden ser cometidos tanto por hombres como por mujeres.” (Huertas, Jiménez, & Ardila, 
2011). Asimismo, cabe resaltar que el término no sólo fue definido como un crimen 
cometido por un particular, sino también “[c]omo un crimen de Estado, en el que el Estado, 
al tolerar con la impunidad la conducta, manda un doble mensaje: para la mujer, que hay 
una línea que no debe saltarse, pues el precio es la propia vida; para el hombre, que si 
comete el homicidio, no habrá sanción ni persecución alguna por el Estado.” (Benavides, 
2015) 
2. Capítulo: El análisis crítico del discurso y su influencia en la construcción del 




Lo anterior, en razón a que las mujeres no han cumplido el rol asignado culturalmente, de 
conformidad con sus atenuadas capacidades y límites en las tareas básicas; es decir, existe 
una discriminación hacia la mujer “por el sólo hecho de ser mujer o por no serlo de la manera 
adecuada. La falta de adecuación presupone que la mujer se ha salido de la raya y ha 
traspasado los límites de lo establecido. Para los hombres el mensaje es: las pueden matar 
y se pueden salir con la suya”. (Monárrez J. E., 2000) Así, teniendo en cuenta lo 
anteriormente establecido, es prudente abordar este fenómeno, a partir de los conceptos 
de las siguientes autoras: 
Diana Russel, Jill Radford y Jean Caputi: 
Respecto al concepto de feminicidio, se  indicó que, en primer lugar, “fue desarrollado por 
la escritora estadounidense Carol Orlock en 1974” (Bidaseca, 2013), quien se encontraba 
realizando una preparación de fragmentos en torno al tema; sin embargo, su libro no fue 
publicado. (Russel, 2009) Posteriormente, se indicó que el término fue “utilizado 
públicamente en 1976 por la feminista Diana Russell, ante el Tribunal Internacional de Los 
Crímenes contra las Mujeres en Bruselas” (Bidaseca, 2013) sin hacer una definición como 
tal del término. 
Posteriormente, junto a Roberta Harmes encontraron un libro que se titulaba como Las 
confesiones sobre un femicidio no ejecutado, escrito por William MacNish, el cual se publicó 
en 1827. Ello, hizo inferir que el término feminicidio se había utilizado por primera vez en 
1801, “en la publicación británica La revista satírica de Londres a inicios del siglo XIX, 
definiéndolo como ‘el asesinato de una mujer’ “.  (Bidaseca, 2013) 
No obstante, la utilización del término y su posterior concepto, empezó a tener auge a finales 
de los años 90’s en Latinoamérica, particularmente por lo ocurrido en el Campo Algodonero 
de Ciudad Juárez – México, “donde el feminicidio empezó a adquirir dimensiones 
insospechadas, a causa tanto de las acciones directas de violencia de hombres contra 
mujeres, como por la inacción de las autoridades y la impunidad de la mayoría de las 
muertes” (Huertas, Archila, & Ruiz, 2020) 
En cuanto a la definición de este término, inicialmente, se tiene que Diana Russel y Jill 
Radford, fueron las autoras del mismo, expresando que correspondía al “asesinato 
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misógino de mujeres por ser mujeres  […]" (Monárrez J. E., 2000), y aunque, en principio, 
se utilizó el término feminicide, “[l]a traducción en español se dio de manera doble, siendo 
el fenómeno conocido en algunos países como femicidio y en otros como feminicidio” 
(Solyszko, 2013) 
En cuanto al denominado  asesinato misógino, ello se refiere a un particular sentimiento  
que “se refiere al odio, rechazo, aversión y desprecio de los hombres hacia las mujeres y, 
en general, hacia todo lo relacionado con lo femenino” (Bosch, 2000) Más adelante, y junto 
a Jill Radford fueron las promotoras del uso del vocablo, en consideración de que significa 
un mensaje dirigido a las mujeres, otorgándole un “significado político  […]  -como- una 
forma de castigo capital que afecta a las mujeres que son sus víctimas, a sus familias y 
amigas y amigos. En realidad sirve como medio para controlar a las mujeres en tanto que 
clase sexual, y como tal las mujeres son centrales para mantener el statu quo patriarcal”. 
(Berlanga, 2015) 
Así mismo, se consideró la importancia de hacer una diferencia del feminicidio con los 
términos de homicidio y asesinato, toda vez que ello permitiría  plantear formas y contextos 
de desarrollo al ser el feminicidio un tema con bastante contenido político, ya que para ellas, 
“el hecho de llamar al feminicidio asesinato misógino elimina la ambigüedad de los términos 
asexuados de homicidio y asesinato”  (Salvatierra, 2007). Más adelante, precisamente en 
el 2001, se “definió como el asesinato de mujeres por hombres por el solo hecho de ser 
mujeres, pero destacó que se cometía en contextos de relaciones desiguales entre los dos 
sexos”  (Benavides, 2015). 
Ahora bien, de conformidad con las consideraciones de Jane Caputi junto a Diana Russell, 
además de ser el feminicidio considerado como el extremo de un terrorismo sexista, 
incluyen diferentes manifestaciones en donde se ejerce violencia física y verbal, entre ellos: 
“[L]a tortura, la esclavitud sexual (particularmente en la prostitución), el abuso infantil 
incestuoso y extrafamiliar, la agresión física y emocional, el hostigamiento sexual (en 
el teléfono, en las calles, en la oficina y en la sala de clase), la mutilación genital 
(cliterectomía, supresión, infibulación), las operaciones ginecológicas innecesarias 
(histerectomías gratuitas), la heterosexualidad forzada, la maternidad forzada 
(criminalización de la contracepción y el aborto), la negación de alimentos a las 
mujeres en algunas culturas, la cirugía cosmética, y otras mutilaciones en nombre de 
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la belleza. Siempre que estas formas de terrorismo den lugar a la muerte, se 
convierten en feminicidios”. (Benavides, 2015) 
Y como antes se había indicado, en términos de Caputi, cuando la mujer se sale de ese rol 
asignado culturalmente, se realiza una estigmatización de buenas y malas mujeres, de 
conformidad con los lineamientos trazados por las definiciones patriarcales, por lo que ha 
sido enfática en definir los crímenes contra las mujeres como asesinatos sexualmente 
políticos, en un sistema que construye y mantiene la supremacía masculina, como 
“expresión directa de la política sexual en una cultura que define la sexualidad como una 
forma de poder.” (Monárrez J. E., 2000) 
Igualmente, se documentó que junto a Diana Russell, en 1990 definieron el feminicidio 
como “el asesinato de mujeres por hombres motivado por el odio, desprecio, placer o 
sentido de posesión hacia la mujer” (Russell, 2009). Y, en 2001, junto a Roberta Harmes, 
lo señalaron como “el asesinato de personas del sexo femenino por personas del sexo 
masculino debido a su condición de ser personas del sexo femenino” (Russell, 2008). En 
esta definición, se procuró abarcar todo tipo de manifestaciones machistas y las posibles 
víctimas de feminicidio.  
Adicionalmente, Jane Caputi también habló de asesinato sexual serial de mujeres 
(Monárrez J. , 2002) en el cual también le impregna emotividad, pues este tipo encaja de 
los denominados delitos sexualmente políticos, como un terrorismo fálico funcional bajo los 
parámetros de un sistema patriarcal. Frente al particular, se hizo mención que en el siglo 
XX se conoció una nueva forma de crimen en contra de las mujeres, que incluía tortura, 
mutilación, violación y asesinato de mujeres y niñas, época llamada como la era del crimen 
sexual, el cual empezó con el llamado Jack el destripador, asesino de Londres en 1888, 
cuya función fue aterrorizar a las mujeres e inspirar y empoderar a los hombres (Monárrez 
J. , 2002) 
 
Marcela Lagarde y Rita Laura Segato 
Por su parte, Lagarde, “quién difundió el término en México y quién difundió el término en 
México y Latinoamérica” (Solyszko, 2013), realizó la traducción de feminide en México como 
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feminicidio o femicidio, indistintamente utilizadas, para denominar el asesinato contra las 
mujeres, de la siguiente forma: 
“[U]na ínfima parte visible de la violencia contra niñas y mujeres, sucede como 
culminación de una situación caracterizada por la violación reiterada y sistemática 
de los derechos humanos de las mujeres. Su común denominador es el género: 
niñas y mujeres son violentadas con crueldad por el solo hecho de ser mujeres y 
sólo en algunos casos son asesinadas como culminación de dicha violencia pública 
o privada”. (Bonilla, Calderón, & Ortiz, 2019) 
Adicionalmente, también lo denominó como un genocidio contra las mujeres (Correa, 2013) 
que: 
“[S]ucede cuando las condiciones históricas generan prácticas sociales que permiten 
atentados contra la integridad, el desarrollo, la salud, las libertades y la vida de las 
mujeres El feminicidio se conforma por el ambiente ideológico y social de machismo 
y misoginia, de violencia normalizada contra las mujeres, por ausencias legales y de 
políticas de gobierno, lo que genera una convivencia insegura para las mujeres, pone 
en riesgo la vida y favorece el conjunto de crímenes que exigimos esclarecer y 
eliminar”. (Bidaseca, 2013) 
Y luego, se agregó que “[p]ara que se dé el feminicidio concurren de manera criminal, el 
silencio, la omisión, la negligencia y la colusión parcial o total de autoridades encargadas 
de prevenir y erradicar estos crímenes. Su ceguera de género o sus prejuicios sexistas y 
misóginos” (Correa, 2013).  
Al respecto, Marcela Lagarde invita llamar a estos crímenes con una particularidad, es 
decir, que sea denominado el feminicidio y no los feminicidios, la razón “[e]l feminicidio es 
una categoría  […]  ubican los homicidios contra niñas y mujeres como parte de la violencia 
de género” (Lagarde, 2006) Lo anterior, en razón a lo ocurrido en el caso bien sonado en 
Ciudad Juárez, México, indicando que no se trataba de crímenes contra mujeres, sino de 
feminicidios, a fin de proponer “incursión feminista en el órgano legislativo”. (Lagarde, 
2006), cuyo avance fue significativo teniendo en cuenta que era un tema que, 
anteriormente, no se había mencionado de tal manera. 
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Frente a lo anterior, es menester tener en cuenta que, Lagarde, también se refirió sobre la 
impunidad del Estado Mexicano frente al caso precitado, esto es, amplió el término de 
feminicidio no sólo para hablar del asesinato contra mujeres, sino que indicó que “el 
feminicidio es la culminación de la violencia contra las mujeres [...] a los homicidios se 
suman la violencia de la injusticia y la impunidad”. (Solyszko, 2013) 
Así mismo, dentro de los debates jurídicos frente al tema, se pretendió agregar que, la 
violencia contra las mujeres, no se trataba de simples hombres que las mataban, sino de 
“hombres colocados en supremacía social, sexual, jurídica, económica, política, ideológica 
y de todo tipo, sobre mujeres en condiciones de desigualdad, de subordinación, de 
explotación o de opresión, y con la particularidad de la exclusión”. (Lagarde, 2006) 
En ese orden de ideas, se resalta que la violencia es estructural, es decir, insiste en que se 
trata de una dominación discursiva patriarcal y la desigualdad de relaciones de poder entre 
hombres y mujeres, al respecto, Lagarde expuso que:  
“En el marco de la supremacía patriarcal de género de los hombres [...] como un 
mecanismo de control, sujeción, opresión, castigo y agresión dañina que a su vez 
genera poder para los hombres y sus instituciones formales e informales. La 
persistencia patriarcal no puede sostenerse sin la violencia que hoy denominamos 
de género”. (Solyszko, 2013) 
Del mismo modo, amplió el margen de comisión de estas conductas, ya que anteriormente 
se había señalado que, una parte de este tipo de conductas se denominaba como asesinos 
seriales sexuales. Para Lagarde, también indicó que pueden ser casos individuales, algunos 
de ellos, pueden ser por personas cercanas al círculo social de la víctima. No obstante, 
también son perpetrados por personas ajenas a él, e incluso, se ha llegado a considerar 
grupos mafiosos dedicados a ese tipo de violencia. (Lagarde, s.f) 
En el caso de Rita Laura Segato, indica una definición de feminicidio desde dos vías, es 
decir, se trata de enviar un mensaje enviado desde dos formas. La primera, de manera 
vertical, cuando el agresor emite un comunicado con su víctima y al grupo al que hace la 
mujer conforma, la parte dominada por la cofradía masculina que insiste en su papel 
protagónico de reafirmar la estructura de un sistema patriarcal.  
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En segundo término, se encuentra el mensaje enviado de forma horizontal, esto es, aquel 
que se emite para los suyos, uno que invita a la legitimización de prácticas machistas que, 
posiblemente, esté de la mano con la impunidad de la violencia contra la mujer. (Berlanga, 
2015) 
Segato incluyó particularmente que, el cuerpo femenino se convirtió en una marca que 
simboliza el legado machista, es decir, se trató de un cuerpo tendiente a comportarse como 
un lugar apropiado para la escritura, toda vez que “[e]n las marcas inscritas en estos 
cuerpos, los perpetradores hacen pública su capacidad de dominio irrestricto y totalitario 
sobre la localidad ante sus pares, ante la población local y ante los agentes de Estado, que 
son inermes o cómplices”. (Berlanga, 2015) 
Lo anterior, en tanto que “no es únicamente la materialidad del cuerpo de la mujer lo que se 
domina y comercia, sino su funcionalidad en el sostenimiento del pacto del poder.” (Segato, 
2016). Ello tiene más significado en cuanto se trae a colación lo sucedido en Ciudad Juárez, 
en donde se aplicaba el lema: “Cuerpo de mujer: peligro de muerte”, y con ello, la 
representación del drama de la dominación como una forma de expresión. 
De otra parte, esta autora denominó el feminicidio como crimen de poder, ello, por cuanto 
el sentimiento de odio desarrollado hacia las mujeres se debe, precisamente, cuando esas 
mujeres malas se salen del rol asignado e infringen “dos leyes del patriarcado: la norma del 
control o posesión sobre el cuerpo femenino y la norma de la superioridad masculina.” 
(Segato, 2006) Ello significa una falta a la honra masculina, quienes tradicionalmente han 
asumido una figura autoritaria sobre la mujer como un bien que les pertenece a ellos 
enteramente. 
En ese sentido, se podría considerar una especie de provocación para quienes han sido 
desafiados al interior de una relación de poder, quienes justifican y legitiman las agresiones 
contra la mujer, pretendiendo restablecer el equilibrio asimétrico de control social, lo que 
muchas veces ha conllevado a la muerte de aquellas que han ejercido autonomía en su 
propia vida y, hasta, posiblemente, una revelación a la tiranía vivida. 
Frente a ello, la propuesta de Segato era la visibilidad de la violencia extrema contra las 
mujeres que terminaba con su muerte, en el entendido de que era un fenómeno que había 
sido tachado de crímenes pasionales pertenecientes al ámbito privado, por lo que insistió 
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“en la desprivatización de todos los crímenes de género, contribuyendo para que el sentido 
común los retire de la atmósfera intimista a que el sentido común los refiere, del universo 
de las pasiones privadas a que son siempre restrictos por la imaginación colectiva.” (Segato, 
2011) 
Ahora, en términos similares que Marcela Lagarde, Segato se refirió al feminicidio como un 
femigenocidio, ello lo expresó en los siguientes términos: 
“[P]or sus agresiones a mujeres con intención de letalidad y deterioro físico en 
contextos de impersonalidad, en las cuales los agresores son un colectivo 
organizado o, mejor dicho, son agresores porque forman parte de un colectivo o 
corporación y actúan mancomunadamente, y las víctimas también son víctimas 
porque pertenecen a un colectivo en el sentido de una categoría social, en este caso, 
de género”. (Segato, 2014) 
La autora estimó que ello significa una sistematicidad y un carácter repetitivo al ser 
feminicidios de naturaleza impersonal, situación por la cual la autora los asimila a genocidios 
o crímenes de lesa humanidad. (Segato, 2011) y por lo que frente a eso, es menester 
resaltar que “los feminicidios son mensajes emanados de un sujeto autor que sólo puede 
ser identificado, localizado, perfilado, mediante una  ‘escucha’ rigurosa de estos crímenes 
como actos comunica” (Segato, 2008) Es decir, se recalca la importancia del discurso 
utilizado e identificar lo que ello oculta, como fin último en la utilización de los medios que 
se permiten para prolongar costumbres. 
Así, el término feminicidio se dio lugar luego de poseer antecedentes que intentaron 
visibilizar la violencia en contra de las mujeres, pues “antiguamente se empleaba el vocablo 
uxoricidio para referirse a las muertes de mujeres causadas por los esposos, que tenían 
como fundamento los celos.” (Huertas, Archila, & Ruiz, 2020) Posteriormente, se utilizó “el 
término ‘conyugicidio’, pero esta vez sin realizar distinción sobre el sexo de la víctima, así 
que bien podría tratarse de la muerte de cualquier cónyuge, ya fuese hombre o mujer; 
terminando en el concepto de homicidio o muerte no natural de un hombre, concepto que 
incluía a las mujeres” (Huertas, Jiménez, & Ardila, 2011) 
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Bien, una vez abordado el análisis de lo que se constituyó como feminicidios/feminicidio y su 
construcción teórica y conceptual, como uno de los enfoques del discurso de género, cabe 
mencionar que como lo indicó Ten Van Dijk, el hecho de generar un contrapeso al discurso 
dominante, ello no significa el control total del discurso público, pues “(d)espués de todo, 
también los grupos dominados tienen, conocen y siguen sus propios intereses, en ocasiones 
contra todo pronóstico.” (Dijk T. V., 2002) 
No obstante, el feminicidio constituyó la muestra más clara del ejercicio del poder de dominio 
sobre las mujeres y su cuerpo, como manifestación explícita del discurso patriarcal y por lo 
cual se vio la necesidad de construir un contrapoder a través de un discurso deslegitimador, 
que en términos de Teu van Dijk, pueda influir en la mente del público para la disminución del 
poder ejercido por el grupo dominante. 
Por último, puede concluirse que el hecho de contrariar el discurso patriarcal y sus 
manifestaciones de violencia, dieron lugar a la reacción por parte de los grupos dominados 
en búsqueda de la restauración del poder y los recursos, de los cuales resulta imperante 
admitir que “los hombres disponen, en detrimento de las mujeres, del control sobre la mayor 
parte de las formas del discurso público, y que tal control contribuye indirectamente al 
machismo y al sexismo.” (Dijk T. V., 2002) 
2.2 Teorías críticas del derecho penal y el derecho penal 
simbólico desde el análisis crítico del discurso y el 
ocultamiento. 
 
Antes de la existencia de un sistema estructurado sobre derecho penal, el enfrentamiento a 
la criminalidad siempre se fundamentó en el castigo al infractor desde una reacción 
inmediatamente vengativa. No obstante, de conformidad con la influencia de César Becaria 
para un nuevo derecho penal, fue precisamente enfocar la pena desde un carácter preventivo 
(González·, 2006). 
Posteriormente, a partir de la Ilustración, se dio cabida a la expresión del ejercicio del Ius 
puniendi como última ratio, con el fin de sentar las bases para un derecho sancionatorio 
garantista (Carnevali, 2008) y “el Estado se vale como última ratio del resorte más poderoso 
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de que dispone para el mantenimiento del orden jurídico: las sanciones penales”  (Fontán, 
1998). Esto, significó que, en materia penal, el discurso punitivo del Estado se encontraba en 
el cumplimiento de la aplicación del principio de mínima intervención, a fin de “dirigir el poder 
sancionador hacia los daños graves a importantes bienes jurídicos y actuar sólo en aquellos 
casos en que las demás herramientas administrativas, religiosas, educativas, etc.,” (Monroy, 
2013) 
Pese a lo anterior, los recursos discursivos utilizados para el mantenimiento y la legitimidad 
del poder, ha hecho que el uso del derecho penal de forma indiscriminada cuestione los 
anteriores postulado, particularmente, el de la aplicación del principio de última o extrema 
ratio para determinados fenómenos estructurales que históricamente se han construido como 
consecuencia del patriarcado, pues “ya no es posible siquiera hablar de ultima ratio sino que, 
derechamente, el Derecho penal es prima ratio, esto es, se emplea el recurso punitivo para 
prevenir ciertos comportamientos sin examinar siquiera cuan eficiente y necesario pueda ser 
éste”  (Carnevali, 2008) 
Es así como el reclamo de atención de problemáticas sociales, se ha trasladado a la constante 
amenaza y uso de mecanismos represivos, como forma de compensación de lo que significó 
relegar grupos dominados en disputa del control del poder, y es por eso que, “el derecho se 
ha convertido en la herramienta privilegiada mediante la cual se debe proteger los derechos 
de las minorías o grupos históricamente amenazados” (Huertas O. , 2017). Es más, se 
destaca “una tensión entre el uso mínimo del derecho penal –propio de un pensamiento 
crítico- y los reclamos de más derecho penal por parte de los colectivos sociales”  (Benavides, 
2015), lo que conlleva a que la teoría de que el legislador utilice las leyes desde un carácter 
meramente simbólico, porque en ellas, “existe una exigencia de regular sin que al propio 
tiempo existan las condiciones para su aplicación y ejecución”  (Hassemer, 1995) 
Frente a este último aspecto, Winfried Hassemer indicó que “(l)a protección de bienes 
jurídicos se ha transformado de un principio negativo a uno positivo de criminalización . Lo 
que se formulaba clásicamente como una crítica al legislador de que no podía crear delitos 
donde no existiera un bien jurídico, se ha transformado en una exigencia de que criminalice 
determinadas conductas” (Hassemer, 1991) por lo que “el derecho penal deja de ser el límite 
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de la política criminal, para pasar a ser el fundamento y el instrumento por excelencia de una 
política criminal punitiva” (Benavides, 2015). 
No obstante, pese a esa atribución de omnipotencia endilgada al derecho penal, se cuestiona 
discurso legitimador del poder punitivo, pues sus efectos, contrario a los esperados, son 
meramente simbólicos y aquí es donde entra en pugna con el denominado derecho penal 
simbólico, que “trata de una oposición entre «realidad» y ‘apariencia’, entre ‘manifiesto’ y 
‘latente’, entre lo ‘verdaderamente querido’ y lo ‘otramente aplicado’ ” (Hassemer, 1995). y 
ello se demuestra “cuando su utilización tiene como principal –y a veces único- efecto el de 
transmitir a la sociedad ciertos mensajes o contenidos valorativos, dirigidos en última instancia 
a sugerir una eficacia estatal en la resolución de los conflictos que no es tal en la realidad”  
(Rodríguez M. J., 2006) 
Así, el objetivo de una modificación de la realidad social y la corrección de los 
comportamientos humanos, resulta siendo un fin instrumental inalcanzable, contrario al 
mensaje que se ha pretendido transmitir a los receptores de un discurso en el marco del 
análisis crítico del mismo, y que, a partir de dicho discurso punitivo “pasa a primer plano el 
engaño consistente en que se aparenta perseguir unos fines distintos de los efectivamente 
perseguidos o, si se quiere, la ficción de que se cumplen unas funciones, las manifiestas, 
cuando las que se satisfacen son otras, las latentes”. (Díez, 2003) 
Aterrizado al caso concreto en relación con el feminicidio, se puede entrever que la evolución 
del poder punitivo está ligado a la producción de normas que apuntan a la modificación o, en 
últimas, a la creación de normas ante la insuficiencia de la primera, generando una confianza 
ficticia que a partir del análisis crítico del discurso se relaciona con el control de la mente, a 
través de la “adquisición de creencias sobre el mundo por medio del discurso y de la 
comunicación (…) transmitidas por el discurso de las fuentes que consideran autorizadas, 
fidedignas o creíbles, tales como los académicos, los expertos, los profesionales o los media 
de confianza” (Dijk T. V., 2002) 
Adicionalmente, se suma la complejidad de “concretar en un texto jurídico lo que aparece 
como una expresión de problemas complejos. Es por esto que ha sido continua la denuncia 
de las deficiencias que la norma penal ofrece, de la mutilación que hace de las expresiones 
sociales que le dan origen (Bergalli, 1992), situación que se traduce en la dificultad de plasmar 
una serie de reivindicaciones sociales en un conjunto normativo, en tanto, ello “conlleva en 
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muchos casos la pérdida del sentido originario de la reivindicación y su nueva reubicación en 
un contexto simbólico y semántico diferente.” (Bergalli, 1992) 
Por otro lado, los efectos de la globalización en el derecho penal como sistema de control 
social hizo que se desatara una inflación de tipos penales como estrategia de respuesta frente 
a nuevas formas de delinquir,  Peter Noll en su libro  Gesetzgebunglehre –teoría de la 
legislación- comentó la frecuencia con la cual las leyes son creadas con un carácter simbólico, 
pues haciendo un comparación del comportamiento de los animales afirmó que estos “se 
agotan en actitudes de combate o amenazantes porque no están en condiciones de llevar a 
cabo la batalla real” (Hassemer, 1995),  de igual forma ocurre con las leyes simbólicas, pues 
“existe una exigencia de regular sin que al propio tiempo existen las condiciones para su 
aplicación y ejecución” (Hassemer, 1995). 
Lo anterior, acredita la disputa existente alrededor del discurso punitivo y, “[y]a que el derecho 
penal no cumple su función instrumental de evitar los delitos, lo único que se le puede exigir 
al derecho penal es que cumpla la función simbólica: que envíe el mensaje a la sociedad de 
que dichas conductas son delitos y que no deben ser toleradas”. (Buompadre, 2013). No 
obstante, existe una “creciente insatisfacción de los ciudadanos  […] ante la ‘inflación’  
legislativa o la oscuridad de las normas y la inseguridad que su defectuosa redacción provoca  
[…]”(Zapatero, 1994), lo que evidencia una falta de adecuación de las normas a la realidad 
social y sus necesidades más allá de la imposición de un castigo. 
Además, es pertinente tener en cuenta que desde los últimos años “se incorporó al debate la 
perspectiva del populismo punitivo como concepto que denota las medidas represivas 
alimentadas por la demagogia de la inseguridad y el miedo” (Frotalini, 2012) como una 
reacción inmediata de la sociedad para promover la reproducción del discurso del ius puniendi 
a través de la implantación de la necesidad del castigo, en provecho de las emociones más 
sensibles de la opinión pública y bajo la manipulación de los medios de comunicación. 
El fin del populismo punitivo es ofrecer una confianza ficticia de mayor rigor punitivo mediante 
el endurecimiento de las sanciones a través de la ilusión de que ello promete  la reducción de 
la tasa de criminalidad para la vida en sociedad; empero, dichas dinámicas no sirven 
“precisamente para tratar la criminalidad y propiamente reducir el delito, sino para golpear 
directamente al enemigo” (Cadavid, 2010) y entre las medidas tomadas se encuentran 
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aquellas que “pueden consistir en la creación de nuevas figuras delictivas (vr. Feminicidio, 
asociación ilícita terrorista 2007), en el agravamiento de las penas en el caso de figuras 
delictivas ya existentes” (Frotalini, 2012). 
En términos de Hans Kelsen, se trata de una ideología “cuya función es ocultar la situación 
real y mantener la ilusión de que el legislador es el pueblo”  (Peña, 2016) “de manera que –
piensan - que mostrándose punitivos contribuyen a fortalecer un tal consenso en la sociedad 
que pide más castigo también, pero que está “representada” preponderantemente por las 
víctimas y allegados”  (Cadavid, 2010) 
De conformidad con el análisis crítico del discurso, se puede evidenciar un sistema que 
legitima la negación y el ocultamiento a través de la intención comunicativa a través del 
lenguaje como medio de control y poder y su influencia en la mente de las personas, 
generalmente, quienes pertenecen a los grupos dominados, por ello, la importancia de esta 
herramienta del ACD no “como una forma de comunicación aislada del contexto, sino desde 
la interacción de los individuos dentro de la sociedad, donde tiene lugar la comunicación” 
(Rojas & Suárez, 2008) y pueden observarse los enlaces entre “los Actores, sus Acciones 
(incluyendo el discurso) y Mentalidades, y sus Contextos. Ellas proporcionan el marco que 
nos permitirá explicar cómo los actores sociales y los usuarios del lenguaje consiguen ejercer, 
reproducir o desafiar el poder social de los grupos y de las instituciones.” (Dijk T. V., 2002) 
En ese orden de ideas, las prácticas que se originan al interior de una estructura discursiva 
pueden generar simples apariencias en contraste con la realidad, por lo que, por un lado, se 
observará una inmediata y visible representación del discurso desde un aspecto superficial, 
mientras que, por el otro, opera uno bajo superficie que opaca dinámicas no visibles, estos 
últimos “entenderlos como síntomas, no como espejos que necesariamente reflejan de 
manera transparente la realidad social, ni los pensamientos o intenciones de las personas. 
Así, lo que ocurre en el nivel de la circulación de los discursos no es necesariamente un reflejo 
de lo ocurrido en el nivel de su producción, lo que quedan son huellas, pistas, hebras, 
síntomas que el analista debe saber describir e interpretar.”  (Santader, 2011) 
Así, por un lado, se tiene que el discurso punitivo de endurecer las penas y reformar 
constantemente las normas a fin de reducir el nivel de criminalidad, y por el otro, se percibe 
la insuficiencia jurídica de la potestad del Estado en el ejercicio del ius puniendi, y frente a 
este último aspecto, se evalúa la distorsión de la realidad y la opacidad de los discursos, “las 
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cuales sin embargo no son más que un mecanismo políticamente deseado de encubrimiento 
y ocultación de las contradicciones del sistema con el que se esquiva la intervención política 
estructural” (Cadavid, 2010), que oculta las contradicciones del sistema desviando la esencia 
del problema estructural, entre esas, la creencia de que las penas altas reducen el delito a 
partir de la confianza de la cárcel y su infinita imposibilidad de cumplir con los fines de la pena, 
pero aun así es un institución indispensable para la aparente reforma del infractor, que en sí, 
representan formas de “ocultamiento de intereses por parte de un grupo social, el cual 
pretende hacerlos universalmente válidos, mediante el dominio de esas ideas sobre 
determinado grupo”. (Rojas & Suárez, 2008) 
2.3 Perspectiva del derecho penal desde la lucha y la 
resistencia a partir el Análisis Crítico del Discurso. 
 
Siguiendo  con el orden prestablecido a partir del ACD, del otro lado de los grupos dominantes 
se encuentran los dominados, grupo conformado por la resistencia contra el ejercicio del 
poder de los primeros y la forma en cómo utilizan los recursos discursivos. Ello es así porque, 
“no hay un único grupo que controle todo el discurso público por completo; e incluso si lo 
hubiera, el discurso puede con frecuencia controlar sólo marginalmente la mente de los 
grupos dominados, y en menor grado aún sus acciones. Después de todo, también los grupos 
dominados tienen, conocen y siguen sus propios intereses, en ocasiones contra todo 
pronóstico” (Dijk T. V., 2002) 
De esta manera, “surge un movimiento social y político, preocupado por lograr la igualdad de 
las mujeres, por la equidad del género” (Censori, 2014) y como revelación al discurso de 
dominación a través de la lucha y la resistencia. Este grupo se encuentra conformado 
principalmente por mujeres, a fin de desafiar el ejercicio del poder que ostentan los grupos 
dominantes, combatir la desigualdad de poderes y  ampliar el marco de justicia. 
Así, del lado de los grupos de quienes se encuentran dominados, “[c]abe esperar 
contracorrientes en el proceso descrito, comprendidas muchas formas de lucha y de 
resistencia. No hay un único grupo que controle todo el discurso público por completo” (Dijk 
T. V., 2002).    Ello, hace referencia, precisamente al discurso feminista, aquel que abarca a 
Análisis crítico del discurso sobre el feminicidio en Colombia: una mirada desde el 
derecho penal (2017 – 2019) 
75 
 
mitad de la población mundial, y por ende, es llamado como el discurso antidiscriminatorio 
por excelencia como contraposición al poder discriminante. 
Entre las principales vertientes del feminismo a saber, tales como: el feminismo liberal, la 
teoría jurídica feminista y por último, el feminismo jurídico; sus postulados respecto al derecho 
coinciden en que este “trata al sexo femenino de manera compleja y puede ser, a la vez, un 
instrumento de reforma social y una fuerza que contribuye a mantener a las mujeres en su 
sitio. Sin embargo, explican que por los múltiples modos en que la ley controla la vida de las 
mujeres, continúa siendo un espacio importante para la lucha femenina” (Censori, 2014). 
En efecto, se trató de una especial preocupación en la discusión teórica  profundizar sobre la 
relación entre el feminismo y el derecho y que para el movimiento feminista la utilización del 
derecho para sus fines emancipador siempre fue un tema controversial, tema que es 
importante abordarlo para entender por qué a través del discurso punitivo la resistencia 
feminista depositó su confianza en el uso exclusivo del derecho penal para judicializar el tema 
de violencia de género. 
No obstante, pese a que muchas veces se perdió el horizonte originario del contrapeso 
ejercicio por el grupo dominado, desde la perspectiva del feminismo existen críticas respecto 
al “excesivo recurso al Derecho Penal ante la violencia de género” (Censori, 2014) y su 
dificultad para soluciona problemas sociales tan complejos, por lo que es imperativo aterrizar 
el discurso de que a través del endurecimiento de las sanciones penales no se reduce la 
comisión de conductas delictivas. 
Frente a este último apartado, la criminóloga Elena Laurrauri indicó que “en el supuesto de 
los homicidios cometidos contra la mujer pareja, que no han disminuido, a pesar del 
incremento de las penas. Hay que tener en cuenta, además, que en este tipo de delitos es 
muy frecuente que el agresor acabe llamando el mismo a la policía o suicidándose tras 
cometer el delito” (Laurraruri, 2007). Además de ello, la tendencia a la utilización de tipos 
penales hace que se cuestione la verdadera función del derecho penal, en sí, no es la idea 
que el derecho penal desaparezca sino que debería tener un papel no tan primario, sino 
“favorecer el recurso a instituciones intermedias de ayuda y asesoramiento fuera del sistema 
penal, dar a la mujer más poder para iniciar y finalizar el procedimiento penal, y recurrir a otros 
medios alternativos de resolución de los conflictos” (Censori, 2014)  
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Empero, como se señaló anteriormente, “el feminismo ha caído en la tentación del populismo 
primitivo convirtiéndose en lo que –se denomina como- el feminismo punitivo”  (Laurraruri, 
2007), y ello ha sido de este manera porque, de conformidad con la autora,  a través del 
derecho penal se pretende solucionar el fenómeno de la violencia de género, olvidando las 
causas estructurales del problema, en tanto que, el uso exclusivo del discurso punitivo es 
“indagar si hay una persona concreta a la que pueda considerarse culpable”  (Laurraruri, 
2007). 
Como en momentos previos se afirmó, el sistema penal acentuaba la discriminación hacia las 
mujeres, con esto nos referimos al  contenido de las normas para analizarlas desde la 
aplicación, puesto que “el código penal puede reforzar los estereotipos respecto de que son 
las mujeres y en este sentido contribuir a dificultar su superación.” (Larrauri, 2002). Es así 
como corresponde detenerse un poco sobre la imagen que trasmite el derecho penal sobre 
las mujeres y la construcción de la misma, representada desde una figura pasiva que refuerza 
el estereotipo de que la mujer es siempre la victima por su condición de vulnerabilidad. 
El uso del derecho penal para la solución de los problemas sociales “juega el papel simbólico 
de señalar cuales son las conductas más intolerables para la convivencia” (Larrauri, 2002). 
Es así como se han incorporado nuevos comportamientos pues el daño social e individual 
que fue predominantemente visto desde lo masculino ahora necesita verse desde lo femenino 
también por la visión de que el derecho penal es un sistema patriarcal. 
Por otro lado, Daniela Zaikoski pretende poner de manifiesto lo  referente al discurso feminista 
respecto al control social represivo, cuando exige mayor control estatal en el aumento de 
penas y se cuestiona la ineficacia de las mismas, situación por la cual se considera que los 
aportes del feminismo son contradictorios, pues: 
“De esta manera cada grupo discriminado critica el tratamiento que recibe de parte del 
poder punitivo, pero lo refuerza si se trata de reducir su propia discriminación. Es 
imposible pensar que el poder punitivo se ponga del lado del más débil. El poder punitivo 
se burla de las exigencias de los discursos antidiscriminatorios: o bien se relegitima 
tomando las reivindicaciones para sí, o bien la culpa de su ineficacia es que debe 
respetar garantías y libertades constitucionales”.  (Zaikoski, 2007) 
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Lo que se quiere decir con lo anterior es que el feminismo cae en el poder punitivo de exigir 
mayores penas y leyes pensando que así se genera un campo a las mujeres muy merecido 
desde el derecho penal, pues desde una posición teórica se ha reclamado mayor control 
social a través del derecho penal y el aumento de penas. 
Ante esta problemática, Zaffaroni considera que la orientación del derecho hacia una 
perspectiva de género, sobre todo al derecho penal, responde a diferentes intereses en los 
cuales al momento no se cuenta con una estrategia coherente entre el discurso feminista y el 
paradigma social, toda vez que se requiere una modificación respecto a la figura del 
feminicidio como delito, su norma y sanción (Zaffaroni, 2000) 
Es así que, el derecho penal siendo la última ratio o extrema ratio a fin de ejercer control social 
frente a las conductas de las personas mediante la implementación de nuevos tipos penales 
y aumentos de pena “no demuestran un cambio en las conductas desviadas, de modo 
contrario a lo esperado, se engrosan las estadísticas carcelarias y los delitos que se quieren 
prevenir son cada vez más frecuentes” (Policaro, 2012) 
Contrario a lo anterior, expone la necesidad de que, en lugar de recurrir al derecho penal para 
la tipificación de conductas, se proponga “educar en la convivencia y el reconocimiento del 
otro, además de crear programas de tratamiento especializados para evitar el maltrato, los 
cuales han dado buenos resultados sobre todo en España.”  (Huertas O. , 2017), pues el uso 
excesivo del castigo y la represión, si bien, emite un mensaje para la sociedad, esta no carece 
de herramientas que le permitan su educación. 
Frente a este último aspecto, es notorio que el derecho penal se muestra como una 
herramienta que lucha contra la discriminación y el sometimiento de las mujeres al 
patriarcado, bajo el entendido de que el mantenimiento del rol dominante es indispensable 
para conservar la jerarquización cultural, y en ello, se debe hacer énfasis, entonces, que “los 
discursos no sólo expresan lo que dicen sino también lo que ocultan y que los operadores del 
saber no sólo se manifiestan en lo que ven sino también en lo que dejan de ver” (Zaffaroni, 
2000) 
En ese entendido, la relación entre el derecho y las mujeres, debe entenderse como aquella 
en la cual el primero ha sido tradicionalmente la que se ha encargado de organizar el poder 
de los hombres sobre las mujeres, y del cual no se puede esperar, como el mencionado autor 
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lo indicó, que el derecho penal se ocupe del discurso feminista y, particularmente, en los 
contextos de violencia de género, “darle un sostén o contención a la víctima y peor aún 
lejísimos estamos de darle una terapia psicológica o psiquiátrica al autor del hecho, para que 
este reconozca la patología que lo llevó a ser violento contra su esposa, madre, hermana  
[…]” (Díaz J. , 2016) 
Al respecto, por parte de Zaffaroni, también se señaló lo siguiente: 
“Esta pretensión es insólita: es inconcebible que el poder jerarquizante de la sociedad, 
el instrumento más violento de discriminación, la herramienta que apuntala todas las 
discriminaciones, pueda convertirse en un instrumento de lucha contra la 
discriminación. Un poder que, por su estructura, no puede ejercerse más que en forma 
selectiva y discriminante, de ningún modo podría ejercerse antidiscriminatoriamente”. 
(Zaffaroni, 2000) 
Así mismo, es de tener en cuenta que el derecho no se antepone a las acciones humanas, 
puesto que nace una vez se configuran conductas reprochables por la sociedad, lo que 
significa que, en específico, el derecho penal fija una mirada hacia el pasado pero a través de 
una política criminal improvisada cuando se responde al populismo y no tiene ese carácter de 
ser preventivo. Esto significa que “el error radica en suponer que el derecho penal cuenta con 
una vara mágica con la cual en cuanto sigamos creando delitos o agravando penas, la 
violencia contra las mujeres finalmente cederá su paso” (Díaz J. , 2016) 
En términos propios de Eugenio Zaffaroni, “[e]l poder punitivo puede reír satisfecho y burlarse 
de todo el progresismo antidiscriminatorio, especialmente cuando éste le reclama soluciones 
a su discriminación y sus epígonos responden con la mayor hipocresía” (Zaffaroni, 2000), lo 
que con ello quiere significar la existencia de una reacción inmediata, pero a su vez, indirecta, 
para la reproducción de prácticas patriarcales, cuando realmente se muestra ajena a la 
subalternización femenina 
Como conclusión del anterior acápite desarrollado, se pretende dar un enfoque al derecho 
penal desde el análisis crítico del discurso,  particularmente, del feminicidio, ya que a través 
del uso del lenguaje y la construcción de una ideología, muestra el ejercicio del poder en las 
relaciones desiguales entre grupos dominantes y dominados al interior de un sistema.  
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Además, es necesario tener en cuenta que aquello que se expresa, ya sea mediante formas 
escritas o habladas, transmiten un mensaje y que a través de ello se adhieren  intenciones 
particulares que construyen creencias sobre el mundo que se percibe y conllevan a la 
producción y reproducción de imaginarios que, en el caso en concreto, etiquetan a la mujer 
siendo parte del grupo que genera resistencia a esa dominación discursiva que le adjudica 
prejuicios y estereotipos que se reconocen en un conjunto de estrategias que edifican un 
ocultamiento de las desigualdades sociales.  
Asimismo, es importante comprender una necesidad de reorientar el discurso 
antidiscriminatorio en contraposición al poder discriminante que ejercen los grupos 
dominantes y reconsiderar el uso exclusivo del derecho penal para la solución de problemas 
estructurales y cuestionar discursivamente el por qué “el sistema penal, jurídico-penal, no 
puede responder a las expectativas que algunos le confieren” (Bergalli, 1992). 
 
 
3. Capítulo: Un discurso alternativo: La educación como mecanismo de 
prevención del feminicidio. 
80 
 
3. Capítulo: Un discurso alternativo: La 
educación como mecanismo de prevención 
del feminicidio. 
 
En concordancia con los temas expuestos en los acápites anteriores, este último pretende 
proponer una redirección del uso del análisis crítico del discurso para que, en lugar de 
promover la invisibilización del fenómeno del feminicidio y ubicar a la mujer como principal 
víctima, se procure enfrentar la problemática social de la violencia contra las mujeres y, 
sobretodo, el feminicidio, desde la educación como mecanismo de prevención. 
Como se había expuesto con anterioridad, existe una relación intrínseca entre las 
categorías construidas como imaginarios que erróneamente representan a la mujer y 
construyen las bases de un discurso discriminatorio que legitima el ejercicio del poder por 
parte del grupo dominante y las prácticas socioculturales patriarcales, a través del uso de 
la palabra, el mensaje incorporado y la verdadera intención a transmitir. 
 Al respecto, se destaca la necesidad de utilizar un discurso antidiscriminatorio sumado al 
discurso de la educación y desplazar el uso exclusivo del derecho penal como instrumento 
de reivindicación de los derechos de las mujeres, la equidad, el respeto y el reconocimiento 
del otro como pilares del análisis crítico del discurso educativo que ataque la raíz del 
problema estructural de la violencia contra las mujeres y, por ende, el feminicidio. 
Entre todas las manifestaciones de violencia que fustigan al mundo, la de género es la 
transgresión de los derechos humanos más extendida en el mundo y que perpetúa la 
desigualdad entre mujeres y hombres. Su invisibilización se debe a la aceptación de la 
misma por encontrarse arraigada al discurso dominantemente cultural, principalmente por 
encontrarse escondido, naturalizado y, en la mayoría de los casos, silenciado. Incluso, a 
tal punto que el feminicidio, siendo la muestra más grave de violencia, se ha normalizado 
por creerse justificadas las conductas que dieron lugar a dicho evento, de ahí la dificultad 
de su reconocimiento en la realidad social (Nogueiras, 2017). En ese sentido, lo que se 
pretende resaltar es que, la violencia de género se desprende de la cultura tolerante de los 
actos en contra de la mujer y de la naturalización y justificación de estos  (Huertas O. , 
2019) 
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Desde luego, el discurso punitivo por excelencia se ha propuesto la erradicación o, al 
menos, la disminución en el índice de muertes de mujeres en razón a su género, sin 
embargo, la respuesta siempre ha sido en su mayoría de corte sancionatorio y vengativo, 
situación que ha sido fuertemente cuestionada desde la efectividad para resaltar la 
insuficiencia de las medidas y políticas penales para la prevención de la violencia de 
género y, por supuesto, del tipo penal de feminicidio, puesto que, aunque las respuestas 
brindadas para la protección de la mujer se originan de recursos penales, los casos de 
violencia hacia las mujeres, así como sus muertes,  no se han visto significativamente 
reducidos. En ese sentido, es prudente discutir los siguientes planteamientos: 
El análisis crítico del discurso, al centrarse en la producción y reproducción del poder, la 
dominación y la desigualdad social (Dijk, 2002) podría abordarse desde un proceso 
formativo y procurar conectar teóricamente el discurso con la educación de la sociedad 
para romper con el paradigma de las estructuras sociales ya creadas, es decir, utilizar este 
mecanismo para el análisis discursivo de las construcciones patriarcales y transformar 
dichas distribuciones de dominio, y “entender como las prácticas y los discursos educativos 
se construyen, se reconstruyen y se transforman mediante prácticas lingüísticas” 
(Mosquera, 2016) en la esfera de lo educativo. 
Hay que precisar que, el campo de la educación es el que representa mayormente la 
reproducción de las relaciones humanas y así como se da el proceso formativo a través 
del cual se construye la personalidad, la identidad y el carácter, las posibilidades de cambio 
también se pueden reformular a partir de estas nociones (Blommaert, 2005), situación por 
la cual, el aspecto crítico del análisis del discurso desde los procesos educativos, pueden 
ser visto como discursos alternativos, esto es, como una posibilidad de resistencia que 
acompaña el discurso antidiscriminatorio, pues “la educación común es función del estado 
social, pues cada sociedad busca realizar en sus miembros, por vía de la educación, un 
ideal que le es propio. En ese sentido, se le se considera como base del progreso social, 
que puede incidir en el mantenimiento o la reproducción de un orden social.” (Mosquera, 
2016) 
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3.1 La educación como alternativa no punitiva para la 
prevención de la violencia de género y el feminicidio. 
 
Muchos países alrededor del mundo le han apostado al desarrollo de herramientas 
punitivas para proteger la vida e integridad de las mujeres, como una reacción inmediata 
que obedece a una demagogia punitiva que pretende instalar un símbolo de garantismo a 
la comisión de dichas conductas, que lejos se encuentra de atacar de raíz el problema 
social causado a partir de la imposición de sanciones  que en cada reforma normativa se 
apuntan al aumento de las mismas para la obtención de resultados ejemplarizantes a 
través de medidas a posteriori de la comisión del tipo penal. 
Para el caso de Colombia, los instrumentos internacionales como la CEDAW y la 
Convención Belém Do Para, no solo establecieron obligaciones para los Estados parte 
para la adopción de medidas constitucionales y legales para la prevención, sanción y 
erradicación de la violencia contra la mujer, pues también se ha consideración la 
modificación de mecanismos preventivos que apuntan a la modificación de los patrones 
socioculturales en la conducta de hombres y mujeres como, particularmente, el literal b) y 
e) del artículo 8 de la última Convención, así lo dispuso: 
 “Artículo 8 
 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas 
específicas, inclusive programas para: 
(…) b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, 
incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados 
a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo 
otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer 
que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer; 
(…) e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector 
privado destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la 
violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda; 
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De esa forma, se advierte la necesidad de no solo de imponer medidas punitivas para 
el amparo de las mujeres, sino de recurrir a mecanismos alternativos a la pena para la 
erradicación de la violencia y la protección de la mujer, dando lugar a considerar como 
uno de ellos, la educación herramienta esencial  para el cambio de los patrones 
socioculturales y la reproducción de los mismos, la cual debe ser considerada como una 
estrategia a emplear para la prevención del feminicidio. 
Así lo indicó Martínez, quien comparte la postura de Huertas, al decir que la educación 
conlleva a reestructurar las nociones culturales que legitiman las prácticas de violencia 
que terminan en la muerte de las mujeres y estableció que la educación debe 
extenderse a otros escenarios tales como la familia, la escuela y  los medios de 
comunicación (Martinez, 2018), pues “la violencia, y la masculinidad construida 
alrededor de ejercer la violencia sobre las mujeres son aprendizajes de una cultura que 
ha validado estas formas de ser hombre. Y allí es donde la prevención de los 
feminicidios debe empezar, en cuestionar esas masculinidades y empezar a construir 
unas nuevas donde la idea de lo que debe ser un hombre no esté asociada al ejercicio 
de la violencia y a su supremacía sobre la mujer” (Lozano, 2019). 
Así, como se había indicado anteriormente, las representaciones discursivas de las 
instituciones socializadoras como la familia y la escuela –los media- como lugares de 
enseñanza, en términos de van Dijk, la primera, es el primer espacio en donde se podrían 
ejecutar la tarea de la educación, como una institución primaria “que juegan un papel 
preponderante en la socialización de los individuos –siendo esta - la familia es la más 
importante” (Perea, 2010). Al respecto se indicó que: 
 “[L]a familia constituye el sistema de relación básico o primario del ser humano y 
desde su nacimiento debe vivir la satisfacción de sus necesidades básicas más 
elementales, aunado a eso la familia cumple una función socializante muy 
significativa, es decir, es un grupo de relación que marca y determina el proceso de 
desarrollo humano”. (Perea, 2010) 
En segundo término, se encuentra al escuela, otra institución, por supuesto, de vital 
importancia, a través de la cual se procura contrarrestar el desarrollo de hábitos que 
denotarían control masculino, y de lo cual  Cobo Bedia indicó que como sociedad 
democrática se tiene la obligación de impedirlo desde la educación (Cobo, 2011). Ese 
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control se expresa en los diferentes tipos de violencia directa y que no solo viene de la 
educación en las escuelas sino también la adoptada en el entorno familiar, aunque es 
factible resaltar que tanto la familia  como la escuela no pueden ser consideradas como 
las únicas instituciones que ejercen un papel de agentes de socialización, pues, la vida de 
las personas gira en torno a diferentes y numerosas instituciones que las construyen, las 
educan y las transforman.  
A pesar de que existen varias instituciones que cumplen un papel formativo y educativo en 
la persona, la escuela desempeña un papel fundamental, y de lo cual se indicó lo siguiente: 
  “[E]l elemento nuclear de la socialización en la escuela es la transmisión de 
conocimientos y valores. El profesorado tiene encomendada la función de enseñar y 
los conocimientos no son realidades intelectuales neutras. Y no lo son porque el 
conocimiento se fabrica en el seno de sociedades y es enseñado por individuos que 
viven en unos contextos sociales y no en otros. Y más aún: la cuestión no radica sólo 
en los conocimientos teóricos, sino también en los pre teóricos que sustentan a los 
primeros. Sin embargo, esta socialización puede estar dirigida hacia la reproducción 
de los patrones de conducta dominantes o puede, por el contrario, ser un potente 
instrumento de transformación social de esas relaciones, cuando el profesorado se 
dota de una perspectiva crítica y normativa. (Cobo, 2011).” 
Adicionalmente a la aplicación de estrategias, es necesario la inclusión de un enfoque 
de género, la cual  “considera las diferentes oportunidades que tienen los hombres y las 
mujeres, las interrelaciones existentes entre ellos y los distintos papeles que 
socialmente se les asignan.” (Trejo, 2015), “(p)or lo que es sin duda una orientación 
llamada a transformar de fondo los modelos de política pública predominantes en la 
mayoría de los países.” (Inchaustegui, 1999), lo cual evidentemente mostraría una 
alternativa diferente a lo tradicionalmente usado, esto es, el uso exclusivo del poder 
punitivo a través de una política criminal. 
En ese orden de ideas, no es extraño considerar la inevitable diferencia entre hombres 
y mujeres, a partir de estereotipos y prejuicios dependiendo del rol asignado según su 
sexo, para lo cual es indispensable la implementación de estrategias desde un 
adecuado enfoque de género y, con ello, hacer énfasis en “la construcción simbólica de 
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lo femenino y lo masculino” (Huertas, Martínez, Morales, Martínez, & Ruíz, 2016) y así 
poder tratarse posteriormente a la  gestión y trámite de las políticas públicas. 
La escuela como institución ha tratado de defender su statu quo que le corresponde dentro 
de la estructura patriarcal y dominante, se indicó que: 
 “La educación es, precisamente, una de esas instituciones que tratan de proteger 
su existencia en medio de un mundo que está cambiando a pasos agigantados. La 
globalización económica capitalista, las reivindicaciones identitarias de las culturas 
que erosionan los derechos humanos de las mujeres y la violencia sexual componen 
un cuadro para las mujeres que desemboca en una poderosa reacción patriarcal. En 
medio de estos nuevos fenómenos sociales, el entramado educativo difícilmente 
puede sustraerse a las arremetidas del nuevo capitalismo y a la ola ideológica 
conservadora que recorre el mundo.” (Cobo, 2011). 
Al unísono, también se podría promover las llamadas “masculinidades alternativas”, es 
decir, masculinidades desligadas de la violencia y asociadas al respeto de los derechos 
humanos, de modo que así, se haga necesaria la participación de los hombres en la lucha 
contra la violencia de género y se involucren con la causa para también asumir la 
responsabilidad que ello genera, es decir, en que se conviertan en una parte activa de la 
solución (Rodríguez, 2014), situación que, en el marco del análisis crítico del discurso, 
encajaría la posibilidad de que “algunos sectores de los grupos de poder sientan y 
muestren solidaridad con los grupos dominados, y que los apoyen en su lucha contra la 
desigualdad. Tan pronto como esos «disidentes», del mismo modo que los grupos 
dominados, logran asegurarse una influencia creciente sobre el discurso público, Ia misma 
lógica explica cómo se erigen en un contrapoder, también gracias a su influencia general 
en las mentes del público. Y dicha influencia tenderá a disminuir la influencia, y por tanto 
el poder, de los grupos dominantes.” (Dijk, 2002) 
Por otro lado, también se ha defendido insistentemente en la implementación de medidas 
alternativas para la problemática social estudiada, ya que se argumenta que el uso 
exclusivo del derecho penal punitivo no ha arrojado resultados que demuestren una 
solución en la eliminación de la violencia de género y el feminicidio, por lo que la idea de 
que la erradicación del problema consiste en medidas de carácter estructural que busquen 
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las causas de la violencia, y así generar un cambio cultural que concluya en el respeto y 
la igualdad entre hombres y mujeres (Huertas O. , 2019). 
Lo anterior, también se ha sostenido a partir de la comprobación de la escasa efectividad 
de las diferentes herramientas sancionadoras que se han promulgado para la penalización 
del feminicidio, así como también las que plantean formas de sensibilización y prevención, 
resultados que no sólo son atribuibles a Colombia, sino que también se pregonan de países 
como Argentina, Guatemala y Venezuela, a pesar de la penalización, ya sea como delito 
autónomo o como agravante en el tipo de homicidio, las cifras aumentan cada vez, 
llegando a la conclusión de que las medidas punitivas son inoperantes. (Manrique, 2018) 
Manrique sostuvo que el objetivo de las leyes sobre feminicidio es oprimir drásticamente 
los homicidios contra las mujeres, en concordancia con María Falcón, quien aseguró que 
el derecho penal y las políticas criminales que surgen, se encuentran al servicio de 
provocar un miedo suficiente que procure, simbólicamente, la comisión de conductas 
reprochables, en este caso, de violencia de género y feminicidio (Manrique, 2018)  
Y vanamente se ha cultivado una idea de que, a través de la creación de tipos penales o 
el aumento de la pena de ellos, conllevaría a lograr una reducción en las cifras de los 
delitos precitados, por lo cual se debería indagar sobre los hallazgos criminológicos que 
demostraran la premisa de que un tipo penal puede generar el efecto querido y sostenerlo 
en el tiempo (Gónzalez, 2014),  pero no se ha llegado a la hipotética comprobación.  
Advirtió González que las medidas punitivas aplicadas al feminicidio tienen un carácter fútil 
debido a dos razones, primero, que, en la mayoría de estos casos, los delincuentes no son 
la clase de sujetos racionales que alcancen a ser disuadidos por las normas, por el 
contrario, suelen ser personas que actúan impulsivamente; y segundo, el trabajo del 
legislador en el aumento de penas no consigue por sí mismo el efecto que busca, sino se 
realiza el procesamiento correcto de tal delito; esto es, la localización del responsable, la 
celeridad en el procedimiento y la efectiva comunicación a la sociedad de la ilegitimidad 
de estos actos. (Gónzalez, 2014) 
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3.2 La reestructuración de las nociones culturales a partir 
de la ruptura del paradigma del discurso punitivo a 
través de la educación. 
 
Con lo visto hasta ahora, se puede agregar que la similitud entre el discurso dominante del 
régimen punitivo  y el antidiscriminatorio, además de asignar un rol secundario en la 
sociedad, cuyo propósito se encuentra ligado al mantenimiento de su feminidad y su papel 
en el hogar, se ha ampliado el discurso que perpetúa el rol proteccionista a esa mujer que 
ha sido constantemente revictimizada y valorada como una persona menos favorecida, por 
lo que, se requiere la implementación de medios educativos para romper con el paradigma 
construido a partir del cual las nociones culturales deberán ser reformuladas, a través de 
un nuevo escenario de enseñanza como es la educación y que se acomode al ritmo del 
cambio social.  
Para este segundo planteamiento, es necesario entender el papel preponderante que 
posee la cultura en el desarrollo de la violencia en la sociedad. Galtung definió la violencia 
cultural como los aspectos de la cultura, tales como la ideología, la religión, el arte, la 
ciencia, etc., que son usados para justificar y legitimar los actos violentos. Según el autor, 
aspectos como el idioma generan violencia (Galtung J. , 2019). De acuerdo con Araiza y 
González, la influencia de diferentes aspectos que rodean y nutren la sociedad como la 
cultura, el lenguaje, el cine, el arte, etc., son importantes en la construcción de identidades 
y por lo tanto en la relación con la violencia de género. (Araiza & González, 2016). 
En cuanto a la violencia de género, existen diversas manifestaciones y actos que la 
constituyen. Según la organización ONU Mujeres Colombia, existe la violencia ejercida por 
parte del compañero sentimental que puede causar daño físico, sexual o psicológico y que 
se presenta como el tipo de violencia más común en contra de las mujeres; también la 
violencia sexual en la que se incluye todo acto sexual o tentativa; otro tipo de violencia, 
una de las graves, es la trata y explotación sexual por medio de la coacción o el engaño; 
existe también la mutilación genital femenina que en muchas ocasiones puede terminar en 
feminicidio o en importantes secuelas medicas; finalmente, la organización habla del 
matrimonio infantil, en donde se le arrebata a una niña sus opciones, y son más 
susceptibles de sufrir otros tipos de violencia que se mencionaron anteriormente (ONU 
3. Capítulo: Un discurso alternativo: La educación como mecanismo de 
prevención del feminicidio. 
88 
 
Mujeres, s.f). Existen más actos que constituyen violencia de género, pero, los anteriores 
son los más extendidos e importantes. 
En ese sentido, desde el nacimiento, a las personas se le asignan unos roles sociales de 
acuerdo al género a fin de adoptar conductas conforme al mismo, inscribiéndoles unas 
características culturales atribuibles a partir de las diferencias biológicas, lo que, 
claramente, incide en la formación de la identidad que es, ampliamente, diferente entre 
hombres y mujeres (Fandiño, 2013), y que tendrán repercusiones en el proceso de 
formación de las personas, la cual se reproduce a futuras generaciones, a través de la 
transmisión de ideas, pensamientos y hábitos, ya sea de manera consciente o 
inconsciente. 
En ese orden de ideas, es acertado indicar que  la violencia cultural se encuentra 
fundamentada en la información que se transmite y la que es recibida desde la niñez y la 
adolescencia de las personas y, como se indicó ya anteriormente, influye mucho el género 
a la que estas pertenecen, pues se ha hecho énfasis en que lo que de manera apropiada 
le corresponde a un niño a diferencia de una niña, pues desde edades tempranas se busca 
acomodarlos según su género, a partir de la asignación de valores y creencias a los cuales 
se deberán someter y que, finalmente, constituyen los llamados estereotipos (Rodríguez, 
2014). 
Por otro, se indicó que la violencia simbólica se constituye a través de la adhesión que el 
dominado se obliga a conceder al dominador por no disponer de otro instrumento de 
conocimiento que el que se tiene en común con el dominador (Araiza & González, 2016), 
y que, la educación esconde un discurso a través del cual se trasmiten valores y conductas 
patriarcales a determinadas generaciones y que, posteriormente, serán las que 
reproduzcan a las siguientes, a fin de mantener un estado de conservación y sometimiento 
de la mujer. 
Así, todos los aspectos de la vida como la cultura, la política, la historia, etc., conforman 
un entramado que influyen y construyen a la persona dentro de la sociedad y por lo que, 
cada uno de los valores machistas que se edificaron, permearon históricamente en la 
cultura y la sociedad, desarrollando, promulgado y propagando el patriarcado no solo como 
ideología sino como forma estructural de vida. (Fandiño, 2013). En esta medida, la 
expresión de la violencia de género es la consecuencia de la asimilación de esta cultura 
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que tolera los actos en contra de las mujeres, quienes naturalizan esos actos y pueden 
también justificarlos (Huertas O. , 2019). De la Rubia hace una crítica a las premisas 
tradicionales que se relacionan con el machismo como la sumisión de la mujer ante el 
poder masculino y exige un cambio de la cultura patriarcal. (De la Rubia, 2013). 
En el texto Hegemonic masculinity: combining theory and practice in gender interventions 
se argumentó que, la forma en que se construyen masculinidades manifiesta pobreza o 
poder, de acuerdo a la cultura en diferentes lugares. Al respecto, se afirmó que “puede 
haber una combinación de personas propensas a la violencia debido a la infancia 
experimentada, culturas de pares que ejercen presión de grupo para cometer violencia y 
normas sociales dentro de los regímenes de género, que legitiman la violencia” (Jewkes, 
2015). En ese sentido, muchas mujeres son violentadas no solo por su género, sino 
también porque a ello se suman otras condiciones de discriminación, como las de: clase, 
raza, edad, ubicación geográfica, cultura, religión, enfermedades, etc. (Gargallo, 2018). 
En ese orden de ideas, la estructura patriarcal de dominio, sometimiento y dependencia a 
la que está sometida la mujer permiten su cosificación; adicionalmente, se afirma que los 
mecanismos estructurales de exclusión social se refuerzan al momento de hablar de las 
mujeres, y no solo en el ámbito del hogar (Maqueda, 2019). Así, entonces, entendemos 
que, a lo largo de la vida de una mujer, diferentes instituciones que hacen parte de la 
estructura patriarcal han nutrido la cultura machista y, por ende, generado la violencia de 
género, como el feminicidio, su expresión máxima. Al respecto Cobo expresó “que en la 
familia tiene lugar la primera socialización y la reproducción de los modelos masculino y 
femenino” (Cobo, 2011). 
Vemos, entonces la manera en que se ha legitimado la sumisión y la dominación de la 
mujer a través del tiempo por la solidez de las estructuras patriarcales en el mundo y la 
cultura machista. A pesar de que se interiorizan los roles desde la niñez, no todas las 
mujeres están satisfechas con su papel en la sociedad, y cuando esto sucede entra en 
vigor el control social masculino, en otras palabras, el ejercicio de la violencia más directa, 
llegando a consecuencias extremas como el feminicidio. Por ello es fundamental atacar la 
estructura del patriarcado desde la base: la educación. 
En los últimos años, movimientos de lucha feminista han logrado producir cambios en la 
jerarquía social, institucional y cultural en muchos lugares del mundo, lo cual ha generado 
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quiebres profundos en dos de los aspectos que se han adherido a la Modernidad que son 
el sexual y el social. Por lo cual se habla de una crisis en las instituciones que articulan la 
sociedad, de las cuales ya se hizo mención, incluso se habla de la transformación de 
algunas de ellas, lo que demuestra que no son inalterables. (Cobo, 2011).  Una de las 
instituciones que se ha transformado, pero debemos decir que aún tiene camino por 
recorrer, es el Estado, cuya respuesta a esta problemática ha sido a través de políticas de 
castigo al delito de feminicidio. 
3.3 Repensar la educación para el cambio de un 
paradigma socioculturalmente patriarcal. 
 
Ahora bien, para repensar la educación para el cambio, es necesario, en primer lugar, 
efectuar el reconocimiento del fenómeno social acerca de la violencia como un problema 
cultural y de identidad masculina (Nogueiras, 2017), es decir, para emplear políticas de 
prevención de la violencia de género, ese requiere entender que la dominación ejercida 
por los hombres, se desprende de una estructura patriarcal que ha legitimado este tipo de 
prácticas, y para la eliminación de ese constructo, se requiere la plena consciencia de 
adquirir un cambio civilizatorio y renunciar a la base de la cultura actual, pues la esencia 
del patriarcado es la dominación, modernizada en una masculinidad neoliberal (Restrepo 
& Frances, 2016). 
Así mismo,  durante el proceso de aprendizaje, será necesario la introducción de 
herramientas educativas que enseñen “valores y tareas como el cuidado de los otros, la 
resolución dialogada de conflictos, la expresión de las emociones” (García M. , 2013), lo 
que indicaría un nuevo escenario para la educación y nuevas formas de transmisión de 
conocimientos a través del ejercicio de la tolerancia, la convivencia y la prevención de 
conflictos asociado a la divergencia en el ejercicio de relaciones desiguales. Esto es, que 
la formación también se ocupe de la configuración de sujetos morales  
Como la raíz de la violencia de género se encuentra en la cultura patriarcal, son las bases 
de esta las que se deben atacar, así, el castigo a través de medidas punitivas no es 
suficiente, podría decirse ineficaz, y se debe apelar a otras alternativas para su respectiva 
implementación, no sólo desde un ejercicio de la potestad punitiva del Estado a través de 
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la persecución y castigo al victimario cuando la conducta ya ha sido materializada, 
particularmente, cuando esta llega a su expresión máxima: el feminicidio.  
Lo anterior, tiene mayor razón de ser, cuando las conductas que culminan en la mayor 
expresión de violencia contra las mujeres, es enfocado por operadores jurídicos y medios 
de comunicación, como aquellas que se realizan en el campo privado, es decir, por 
constituirse en crímenes pasionales (Lozano, 2019), que aunque se pretenda reducirlos y 
restarle el protagonismo requerido para la visibilización, al fin de cuentas ello involucra la 
lucha constante de género a fin de propender por el lugar merecido en equidad. 
Por más esfuerzos que han realizado las organizaciones, defensores de mujeres y el 
Estado en la erradicación de las violencias en contra de las mujeres, mediante la creación 
de tipos penales y aumentos de penas, no se ve una atenuación de la violencia de género 
o siquiera el machismo. Por lo anterior, es evidente que el uso exclusivo del derecho penal 
y sus medidas se torna insuficiente para contrarrestar la violencia de género. 
Adicionalmente, dichas medidas punitivas y restrictivas recalcan la discriminación histórica 
de la mujer y acentúa su rol de víctima por la que se encuentra ultrajada y requiere una 
reacción inmediata en reconocimiento de su vulnerabilidad. 
En ese sentido, es así como el Estado no asume su responsabilidad en la creación de 
políticas reales de prevención dirigidas a la educación, que como vimos es la base en la 
erradicación de la estructura patriarcal, sino que opta por la creación de más ampliar las 
punitivas (Huertas O. , 2019), pues cabe destacar que la responsabilidad de la educación 
no involucra solamente a las familias y a las escuelas, pues también es competencia del 
Estado asumir dicha carga desde otros espacios, entre ellos, en lo que tiene que ver con 
políticas públicas en educación, por lo que, para que sea efectiva desestructuración del 
patriarcado, cabe señalar que la responsabilidad en la educación no recae únicamente en 
las mujeres, así lo argumenta Nogueiras al decir que     
“[…] en la prevención de la violencia de género no solo tenemos un papel fundamental 
las mujeres. Es necesario que los varones cuestionen los valores tradicionales y 
trabajen en la construcción de un nuevo concepto de masculinidad que no esté ligado 
al uso de la fuerza y la agresividad, sino que potencie el respeto y el cuidado de las 
relaciones y el entorno, el compromiso con lo domestico y con la paternidad 
participativa. Como madres y padres tenemos un papel primordial en la prevención de 
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la violencia de género: i) educando a nuestros hijos varones para que no utilicen la 
violencia como forma de relacionarse, solucionar conflictos u obtener poder y 
reconocimiento. Ofrecerles otros modos de ser varones que no incluyan el uso de la 
agresividad y la represión de los sentimientos; ii) evitando que las niñas y chicas copien 
e imiten los valores y comportamientos de la cultura masculina para ser iguales a los 
hombres o para tener reconocimiento y poder; iii) Podemos contribuir a que ellas y ellos 
no sean víctimas de la violencia, fortaleciendo su autoestima, enseñando a protegerse 
y a enfrentarse a la violencia activamente; iv) colaborando y participando en el cambio 
social de mujeres y varones.” (Nogueiras, 2017) 
Por parte del Estado, entonces, deberán instaurarse medidas y políticas de prevención de 
la violencia de género que si signifiquen un cambio social, por lo que, para ello, se ha 
propuesto ocho medidas alternativas a las medidas punitivas que buscan generar un 
cambio social y cultural disminuya considerablemente las violencias en contra de la mujer, 
como se muestra a continuación:  
“ i) campañas de sensibilización y educación a toda la población ii) capacitación y 
sensibilización de los operadores del sistema iii) fortalecer los mecanismos de 
protección dirigidos a las mujeres iv) que se decreten de inmediato por los órganos 
jurisdiccionales que correspondan, las medidas de protección desde el inicio del 
procedimiento, privilegiando las situaciones de mayor riesgo, estableciendo las 
presunciones que la justifican, para evitar un mal mayor v) tener una base de datos 
confiable y actualizada sobre el estado de tramitación de las medidas de protección 
con el fin de darles seguimiento a su vigencia y cumplimiento vi) disponer de un 
Observatorio de la Violencia contra las Mujeres vii) contar con una legislación 
integral que proteja a las víctimas eventuales viii) fortalecer las campañas que 
denuncien la educación sexista y discriminatoria contra las mujeres para lograr los 
cambios culturales necesarios”.  (Huertas O. , 2019). 
 En conclusión, para dar respuesta a los cuestionamientos que nos realizábamos al inicio 
de esta lectura, y abordando varios autores estudiosos del tema, pudimos dilucidar que el 
feminicidio y demás tipos de violencia de género están directamente arraigadas a la 
estructura patriarcal y a las costumbres machistas que se manifiestan alrededor del mundo, 
por lo que siempre que no exista una desestructuración de la cultura patriarcal no podrá 
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hablarse de su erradicación. Por lo que, para que sea posible generar cambios culturales 
es fundamental el papel de la educación, entendida no solo desde las escuelas o centros 
educativos, sino desde otras instituciones sociales como la familia, principalmente, el 
Estado, la religión, etc. Finalmente, se entiende que las medidas penales punitivas no 
cumplen su función de prevención de la violencia en contra de las mujeres. No obstante, 
existen propuestas de otras medidas alternativas a las punitivas que pueden tener grandes 
efectos en lo que se quiere lograr, siendo la educación la más importante, y otras que se 








De conformidad con los antecedentes y el desarrollo teórico del feminicidio desde la 
primera vez que se utilizó dicho término, y partiendo de la adopción de lo dispuesto en los 
instrumentos internacionales, tales como la CEDAW) y la Convención de Belém do Pará), 
se puede afirmar que Colombia dio inicio a la incorporación de mecanismos 
constitucionales y legales para la erradicación y sanción de las diferentes manifestaciones 
de violencia ejercidas contra la mujer y que culminaron en la creación del tipo penal como 
un delito autónomo en nuestro sistema penal. 
No obstante, cabe destacar que durante este proceso de diseño y articulación de medios 
para promover el respeto y la equidad de género, tuvo ciertos grados de dificultad y 
desaciertos que cuestionaron el uso de la potestad punitiva del Estado para la solución de 
un problema estructural; en primer lugar, recuérdese que, previo a la adhesión nacional de 
tratados internacionales sobre derechos humanos, el tratamiento de homicidios de mujeres 
era precario y adjudicado al ámbito privado, tan así fue que incluso llegó a considerarse 
como una causal de inculpabilidad absoluta para quien lo cometía. 
En segundo término, se observan los primeros pasos para abordar la protección de las 
mujeres hasta la expedición de la ley 1257 de 2008, como respuesta al alto índice de 
violencia sufrida por las mujeres, y en la cual se define por primera vez los tipos de violencia 
tanto en el ámbito público como privado; se incorpora un agravante al delito de homicidio 
a la mujer y se hace un reconocimiento de la existencia de razones de género en Colombia 
para dar muerte a la misma. 
Por último, se dio lugar a la promulgación de la Ley 1761 de 2015, mediante la cual se creó 
en Colombia el feminicidio y se desarrolló pautas para la identificación de los móviles que 




Empero, nótese que, anteriormente, a través de la Ley 1257 de 2008 ya se había 
reconocido el homicidio agravado a las mujeres, y es pertinente aclarar la existencia de un 
progreso social para el avance en la promoción y defensa de los derechos de las mujeres 
y el dinamismo en este proceso, sólo que hay que destacar que el fracaso de esta última 
norma ante la continua existencia de violación de derechos humanos a las mujeres, es un 
asunto que debe tratarse desde otros aspectos como la suficiencia jurídica del derecho 
penal y sus mecanismos carcelarios para atender esta problemática estructural ante los 
resultados de las estadísticas que no muestran una mejoría notable y cierta. 
Lo anterior, permite adentrarse en el uso del discurso punitivo del derecho penal desde un 
análisis crítico, para  cuestionar la realidad de un contexto social y político en donde se 
evidencia un abuso del poder y la forma en cómo ello ha permeado la construcción de 
categorías socioculturales tales como la patriarcalización, la violencia y el 
feminicidio/femicidio para legitimar y perpetuar la dominación de hombres frente a mujeres. 
El aspecto crítico del discurso, visto desde las nociones antes mencionadas, pretende dar 
cuenta la construcción y reproducción de imaginarios que enmarcan a la mujer a la 
pertenencia de un grupo socialmente dominado y discriminado, por parte de quien ostenta 
unas calidades y condiciones que le permiten definirse desde una postura dominante a 
través del uso de recursos sociales como el estatus, el conocimiento, la fuerza, la 
información y la cultura. 
Así las cosas, por un lado, tenemos un grupo dominante, en este caso, el poder masculino, 
que a través de una relación discursiva impuso un rol sexual a las mujeres al interior de la 
familia, principalmente, ligado a labores de orden doméstico y a través del cual estructuró 
y reprodujo un sistema patriarcal legítimo en detrimento de la imagen femenina para 
fomentar la masculinidad a través de creencias que se tornan fidedignas por ser 
consideradas las autorizadas por la sociedad. 
Como consecuencia del sistema de dominación, se reconoce la existencia de diferentes 
manifestaciones, entre ellas, la violencia contra las mujeres, siendo considerada como una 
problemática ancestral y cuya explicación se encuentra en función de la cultura de donde 
se colige una serie de costumbres, estereotipos y prejuicios que se construyen a partir de 




cumplimiento de unas expectativas sociales y de lo cual se acredita la asimetría en las 
relaciones entre mujeres y hombres. 
Por otro lado, contrario al discurso patriarcal se encuentra el discurso antidiscriminitorio 
por excelencia, esto es, el feminismo, y con ello, la necesidad de generar la denominada 
resistencia en términos del análisis crítico del discurso, el cual se intenta restaurar el poder 
de un orden igualitario y visibiliza las diferentes manifestaciones de violencia contra la 
mujer, entre ellas, el feminicidio o femicidio como máxima expresión definido como el 
asesinato misógino de mujeres por razón de género. 
En última instancia, se realiza un abordaje del derecho penal a partir del análisis crítico del 
discurso y el ocultamiento, toda vez que, por un lado, se tiene que en el ejercicio punitivo 
del Estado, la problemática del feminicidio pretende ser abordado desde el uso exclusivo 
de sanciones penales bajo el argumento del castigo del infractor como primera ratio; por 
el otro, tenemos que dicha reacción inmediata en el implemento de medidas que castigan 
y no previenen, por lo cual se promueve el ocultamiento de la situación real y la 
insuficiencia del aparato judicial dando lugar al denominado derecho penal simbólico que 
tienden a sugerir una eficiencia estatal. 
Ahora, como propuesta al presente trabajo de investigación, se formuló la implementación 
de la educación a partir de un discurso alternativo que permita adecuarse como mecanismo 
de prevención de la violencia contra la mujer, particularmente, para evitar el feminicidio 
como máxima expresión de la misma, con el fin de promover la formación desde la 
moralidad del sujeto para el desarrollo de sensibilidad, respeto, igualdad y reconocimiento 
del otro como ser humano, cuyo inicio debe efectuarse desde la familia y la escuela, como 
lugares de enseñanza, según lo dicho por Teun van Dijk. 
Lo anterior, permite también romper con el paradigma de las nociones culturales, toda vez 
que la educación permite reconstruir y transformar desde el discurso las prácticas 
patriarcales y de dominación desde el punto de vista de una medida tomada como 
alternativa que hace posible unirse al discurso andiscriminatorio, esto es, a la resistencia 
de la ideología punitiva en aras de restablecer el orden social entre hombres y mujeres y 
que los primeros puedan mostrar solidaridad para el apoyo de la lucha contra la 




Al unísono, se puede afirmar que, aunque las obligaciones adquiridas por el Estado 
Colombiano para la incorporación de medidas educativas y erradicar patrones 
socioculturales que legitiman la discriminación y violencia, es pertinente indicar que no 
todas las cargas las asume el derecho penal de nuestro ordenamiento jurídico, pues, si 
bien, ello ha incentivado al conocimiento de la violencia contra las mujeres para activar el 
aparato judicial a través de denuncias, el derecho penal no es suficiente para resolver un 
problema de orden estructural. 
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